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Este informe de investigación trata las dinámicas sociales locales que se han gestado entre 2002 y 
2018 en la región ubicada entre los municipios de La Macarena y San Vicente del Caguán, en la 
Amazonía colombiana, a partir de la indefinición de los límites departamentales (territoriales 
político-administrativos) entre Meta y Caquetá. Así, aborda las dimensiones política y social, en 
donde se ven involucradas las discusiones frente a cuál de estos dos departamentos corresponde la 
inversión social allí y las estrategias que las comunidades han venido desarrollando para atender 
con acciones concretas sus necesidades cotidianas de manera provisional; entre muchos otros 
procesos que se presentan. 
Entonces, si bien se considera un contexto general en este trabajo, no se ha propuesto el 
seguimiento de los avances de la discusión político-administrativa que involucra un proceso 
técnico de verificación de puntos geográficos y de deslinde, correspondiente al estatal Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) y a las entidades territoriales mencionadas (Meta y Caquetá). 
Por consiguiente, no se llega a sugerir una determinada delimitación de los departamentos en 
cuestión. En su lugar, se busca contribuir a una mayor comprensión del panorama social que rodea 
la definición de unos límites territoriales y las problemáticas locales con los que ella converge, 
además de la forma en que estos territorios se configuran al ser objeto de (des)interés de ambas 
partes. 
Debe anotarse que el marco general en el que se inscribe este estudio da cuenta de distintos 
procesos de subregionalización que han tenido cabida en la Amazonía en años recientes (hasta la 
primera década del 2000) como consecuencia de características socioambientales, económicas y 
políticas internas1. Entre ellas, se destaca la importancia que ha cobrado el Piedemonte2 y la 
subregión noroccidental (en donde se ubica la región de estudio) debido a su mayor conexión vial 
con Los Andes colombianos, lo que implica que sea uno de los principales escenarios del conflicto 
armado interno, que tenga presencia e incidencia de cultivos ilícitos de hoja de coca, ser el referente 
regional de hidrocarburos, así como de praderización y ganadería extensiva (Salazar Cardona y 
Riaño Umbarila, 2016). 
En este panorama y como una de las consecuencias de las conexiones regionales andino-
amazónicas, las migraciones y colonizaciones cobran gran importancia, por lo que componen el 
punto de partida de este análisis sobre La Macarena-San Vicente del Caguán. Según se ha visto, 
las migraciones y colonizaciones han permitido una determinada construcción territorial en la que 
sobresalen la heterogeneidad de las poblaciones y la explotación de los recursos naturales 
disponibles como ejercicio clave para la obtención de recursos económicos, tanto para el 
sostenimiento de las poblaciones habitantes y de sus familias, como para la financiación y 
                                                          
1 Se han estudiado los detalles de estas características en el documento-estado del arte titulado “Delimitaciones 
territoriales en la región amazónica colombiana: usos del suelo, intereses políticos y perspectivas de desarrollo”, 
elaborado en el segundo semestre del año 2016. Este balance de información antecede al presente informe final y se 
encuentra sin publicar. 
2 Costado occidental de los actuales departamentos de Putumayo y Caquetá. 




ejecución de sus proyectos locales por medio de las organizaciones sociales que éstas conforman. 
Este es el caso especial de esta investigación. 
De este modo, a lo largo del informe se alude al antecedente del desplazamiento de familias 
campesinas provenientes de territorios andinos como los de Santander, Boyacá y Cundinamarca, 
entre otros, en la segunda mitad del siglo XX, ocasionado por la exacerbación de la violencia 
sociopolítica de la época (CORDEPAZ, 2005, En Arcila Niño y Salazar Cardona, 2007). Estos son 
algunos de los sucesos que dieron paso a lo que empezó a denominarse como conflicto armado 
interno en la segunda década de los años 2000. Igualmente, además de las colonizaciones 
campesinas (también llamadas “colonizaciones espontáneas”), entre los antecedentes se contempla 
la intervención del Estado colombiano en el impulso a las mismas (conocidas como 
“colonizaciones dirigidas” o “estatales”). 
Se puede ver, pues, que en este trabajo se sigue un orden cronológico de presentación, al estilo de 
reconstrucción de una línea del tiempo, en donde se ubican elementos como los recursos naturales 
disponibles (tan importante en esta discusión sobre los límites entre Meta y Caquetá), un marco-
modelo organizativo de Estado (que convierte en necesidad la definición de los límites territoriales 
político-administrativos), algunas tensiones que se han generado en el camino a raíz de ello, 
procesos políticos regionales de apropiación de los territorios, etc. (ver esquema 1). 




Fuente: elaboración propia con base en informe de sistematización y análisis3. 
 
                                                          
3 Documento realizado en el primer semestre del año 2018. 




Luego, el entrecruzamiento de todo lo anterior poco a poco va develando asuntos como: una cierta 
coincidencia histórica de auges petroleros (bien sea de exploración y sísmica o de explotación) 
con algunos momentos clave entre los departamentos de Meta y Caquetá, las dificultades que han 
existido históricamente para invertir en esta región desde las Alcaldías y Gobernaciones debido al 
estado de indefinición (o la justificación en que esto se puede transformar) y la construcción de 
unas territorialidades e institucionalidades por parte de las comunidades habitantes como 
manifestación de un reclamo político al Estado mismo (en lo que tiene que ver con la gestión de 
construcción de escuelas y de vías de comunicación, contratación de profesores, instalación de 
servicios domésticos, mantenimiento de vías, acuerdos para compra y venta de tierras, servicios 
de salud y educación, etc.)4. 
De tal manera, el fin general de esta investigación es el análisis de los impactos políticos y sociales 
locales de la indefinición de los límites departamentales (territoriales político-administrativos) 
entre Meta y Caquetá en la extensión territorial La Macarena-San Vicente del Caguán desde 2002 
hasta 2018; a la luz del reconocimiento de las principales dinámicas regionales que motivaron esta 
discusión, la identificación de las expresiones políticas y sociales de esta problemática en la 
cotidianidad de sus habitantes y el reconocimiento de las coyunturas sociales o estructuras que 
pueden influir en dichos impactos. 
Entre las motivaciones iniciales de dicha discusión, sobresalen las primeras revisiones, realizadas 
durante la década de 1970, de la cartografía oficial de los límites departamentales debido a la falta 
de claridad que existía al respecto (Polania y Hurtado Parra, 2011). Igualmente, aparecen los 
intereses económicos de los departamentos en torno a los recursos naturales ubicados entre el norte 
de Caquetá (para este caso de estudio, San Vicente del Caguán) y el sur del Meta (para este caso, 
municipio de La Macarena). 
Conviene aclarar que este proceso de deslinde sigue en curso y, a 2018, involucra a otros dos 
departamentos del sur de Colombia (en total, cuatro): a Guaviare (incluido en 20125) y a Huila6. 
No obstante, por el enfoque de subregionalización amazónica de este trabajo han sido escogidos 
                                                          
4 Este tipo de análisis teóricos sobre el reclamo político de las comunidades campesinas organizadas al Estado 
colombiano se puede encontrar en detalle en referencias como Moreno Guerra, D. M. (2015). “EL ESTADO SOMOS 
NOSOTROS”: PRÁCTICAS ORGANIZATIVAS COMUNITARIAS DE LA ZONA RURAL DE SAN VICENTE DEL 
CAGUÁN-CAQUETÁ, COMO MATERIALIZACIÓN DE LA CONSTRUCCIÓN DEL ESTADO LOCAL EN 
COLOMBIA. (Trabajo de grado). Universidad de Los Andes, Bogotá. Es clave recordar, tal como se hace en dicho 
trabajo, que esto no quiere decir que las comunidades terminan oponiéndose al Estado colombiano, sino que con sus 
desarrollos regionales y gestiones complementan su accionar. 
5 Director General del Instituto Geográfico “Agustín Codazzi”. (27 de julio de 2012). Por la cual se adoptan las 
medidas necesarias para realizar el deslinde y amojonamiento entre los departamentos de Caquetá, Meta y Guaviare. 
[Res. 0766 de 2012]. Recuperado de www.camara.gov.co/portal2011/gestor-documental/doc_download/3127- 
6 Incluido entre el año 2016 y el 2017.  
Sobre la inclusión del departamento del Huila, no existe un documento público en donde se estipule esto, pero fue 
posible lograr esta información durante una visita a la oficina central del IGAC en Bogotá en el primer semestre del 
2017. 




aquellos con los que se inició la problemática en los años setenta y por quienes, de por sí, se inició 
el deslinde. 
En cuanto a la cotidianidad de las personas que viven en estos territorios7, se destaca por excelencia 
la práctica de la organización social campesina, como se mencionó anteriormente, y, sobre las 
coyunturas sociales o estructuras que han impactado a esta región, aparecen ciertas tensiones entre 
las poblaciones y el nivel central del Estado frente a puntos determinantes de la agenda como la 
concepción y declaración de la región como baldíos de la Nación, la habitación y permanencia en 
territorios de Parques Nacionales Naturales, la posibilidad de un desalojo de las poblaciones 
campesinas, titulación de predios, entre otros. 
Por último, se resalta que el período trabajado 2002-2018 obedece a la transición que se da en él 
de la propuesta de compartir esta extensión territorial (“zona compartida” por los municipios de 
La Macarena y San Vicente del Caguán, desde 2002) al proyecto de definir los límites territoriales 
departamentales (proceso formal de deslinde iniciado en 2009 por el IGAC), lo que supone un 















                                                          
7 Segundo objetivo específico de investigación. 





Proceso metodológico y trabajo de campo 
 
Para esta investigación se desarrollaron 5 etapas, a saber: elaboración de estado del arte8, de 
documento de proyecto9, desarrollo de actividades de campo y levantamiento de información10, 
sistematización y análisis11 y escritura del informe final12. En esta última etapa, de informe final, 
es posible encontrar que se alude a la región de estudio con denominaciones como ”región La 
Macarena-San Vicente del Caguán”, ”Macarena-San Vicente” o ”norte de Caquetá-sur del Meta”. 
Para el levantamiento de información se consideró, por un lado, fuentes primarias (entrevistas a 
líderes sociales) y, por el otro, fuentes secundarias (revisión de bibliografía desde Bogotá). Entre 
la bibliografía, se destacaron políticas públicas, documentos de teoría sobre el ordenamiento 
territorial colombiano, investigaciones sociales de centros de pensamiento sobre las prácticas 
organizativas en la región y conflicto armado interno. 
Frente a las entrevistas, se partió de la importancia del componente de migraciones y 
colonizaciones, llegando a realizar entrevistas semiestructuradas a líderes sociales que hayan sido 
colonos de la primera ola de los años 1970 y 1980, con el fin de reconstruir relatos temáticos e 
historias de vida. Las entrevistas fueron realizadas entre noviembre y diciembre del año 2017 y los 
contactos iniciales se lograron gracias al profesor Darío Fajardo del Área de Conflicto y Dinámica 
Social de la Facultad de Ciencias Sociales y Humanas y a la investigadora Yenly Méndez del 
Centro de Estudios para la Paz-CESPAZ. De ahí adelante, fueron obtenidos en cadena. 
Igualmente, en las entrevistas se abordaron temáticas relativas a las actividades económicas de la 
región, al aprovechamiento general de los recursos naturales y a las dinámicas sociales y políticas 
locales. Por ello, giraron en torno a la identificación de los actores sociales que han intervenido 
allí en el período 2002-2018, los impactos políticos y sociales de la indefinición territorial 
(entiéndase, estado de indefinición) en la cotidianidad de sus habitantes, las formas de 
participación de los actores en la región en función de la indefinición (incluyendo a las 
comunidades mismas) y la relación de las comunidades con las administraciones municipales y 
departamentales. 
Debe anotarse que en su momento se propuso realizar ejercicios de cartografía social en las veredas 
como un complemento a las técnicas mencionadas, ubicando territorialmente a los actores sociales 
y puntos geográficos relevantes para las comunidades. Sin embargo, esto no fue necesario debido 
a que algunos líderes sociales ya habían participado en espacios similares con instituciones 
estatales y accedieron a facilitar estos materiales durante las visitas de campo. 
                                                          
8 Documento temático general de revisión de bibliografía, elaborado en el segundo semestre del año 2016. 
9 En él se empezó a establecer un planteamiento y formulación de problema, así como los objetivos de investigación, 
las técnicas a aplicar e instrumentos. Primer semestre de 2017. 
10 Segundo semestre de 2017 entre Bogotá y los territorios escogidos. 
11 Primer semestre de 2018 en Bogotá. 
12 Segundo semestre de 2018 e inicios de 2019. 




Para la lectura de este informe final, resulta clave una aclaración adicional. Cuando se presentó el 
documento de proyecto de este trabajo (segundo semestre del año 2017) no se tenía conocimiento 
de la gran importancia que tienen las organizaciones sociales campesinas en estos territorios, 
incluso hablando de la indefinición de los límites departamentales, ni de la relación entre el factor 
de los recursos naturales disponibles en Macarena-San Vicente y la discusión sobre los límites 
territoriales político-administrativos. Estos dos primeros hallazgos de campo fueron determinantes 
para la definición de las veredas a visitar durante la fase de levantamiento de información. 
Al respecto, se escogieron tres veredas, que representan las sedes de los tres Grandes Grupos de 
Trabajo (GGT) campesinos que se han posicionado en la región y a que son los grandes ejes 
territoriales entre el municipio de La Macarena y San Vicente del Caguán. Estas son: San Juan de 
Losada (sede de ASCAL-G13), la Cristalina del Losada (sede de ASOPEPROC14) y Playa Rica 
“La Yé” (sede de CORPOAYARÍ15)16.  
La denominación propuesta en esta investigación de Grandes Grupos de Trabajo tiene que ver con 
el papel que desempeñan aquellas asociaciones/organizaciones sociales, puesto que se han 
posicionado regional e históricamente para los asuntos concernientes a las necesidades y 
problemáticas de las comunidades (coordinación de esfuerzos y organización de las diferentes 
Organizaciones), pero también como representantes destacados en el relacionamiento con las 
instituciones estatales y las distintas administraciones públicas. Los GGT siguen un esquema 
organizacional comunitario que, como se verá más adelante, tiene como fin lograr una mayor 
cobertura de los territorios y de las poblaciones a partir de cada vereda o Junta de Acción Comunal, 
es decir, desde su unidad básica. En este sentido, las mencionadas ASCAL-G, ASOPEPROC y 
CORPOAYARÍ representan aquellos máximos interlocutores, quienes reúnen en su interior 
asociaciones u organizaciones más pequeñas (escala subregional) que se han ido construyendo por 
la convergencia de diferentes Juntas de Acción Comunal (escala local). En dicho orden, las 
agrupaciones de Juntas (unidad básica de la organización) reciben el nombre de núcleos veredales. 
Frente a las consideraciones metodológicas durante el proceso de investigación, teniendo en cuenta 
lo recopilado en la fase de campo y lo observado durante la sistematización y análisis, fue necesario 
ajustar el término zona de litigio, usado inicialmente, por el de indefinición de los límites 
territoriales. Esto, siguiendo la dimensión de la institucionalidad estatal que, para este caso, 
requiere reflejarse en inversión social y atención de servicios, entre otros aspectos, y entendiendo 
que referir el problema como un estado (de indefinición) da cuenta de las dificultades que se han 
presentado allí por la falta de claridad en la correspondencia/competencia político-administrativa 
y de la forma en que ello puede llegar a presentarse como una excusa de la falta de atención estatal 
permanente. 
                                                          
13 Asociación Campesina y Ambiental del Losada-Guayabero. 
14 Asociación de Pequeños Productores de La Cristalina. 
15 Corporación para el Desarrollo de la Región del Yarí. 
16 Más adelante se muestra el mapa de ubicación específica de cada uno a partir del ejercicio de cartografía social 
mencionado. 




Por último, las categorías de análisis, surgidas durante la fase de sistematización, apuntan a 
temáticas como: la construcción de Estado y prácticas organizativas locales, conflicto armado 
interno, usos del suelo y transformaciones productivas, recursos naturales y frontera ambiental, 
tenencia de la tierra y relaciones políticas regionales. 
Es indispensable tener en cuenta una salvedad hecha para las últimas versiones de este informe 
final. Debido al recrudecimiento de las hostilidades en la región de estudio y a las amenazas a 
líderes sociales, en particular en la segunda mitad del año 2018, se decidió omitir todos los nombres 
propios de personas para proteger su identidad y salvaguardar sus vidas. En ocasiones, también se 
omiten los nombres de las fuentes entrevistadas, según las declaraciones en cuestión, y sólo se 
usan genéricos como “organizaciones sociales” o “líderes sociales”. 
Listado de siglas y acrónimos 
 
AMEM: Área de Manejo Especial de La Macarena. 
ANLA: Autoridad Nacional de Licencias Ambientales. 
ASCAL-G: Asociación Campesina y Ambiental del Losada-Guayabero. 
ASCATRAGUA: Asociación de Campesinos y Trabajadores de la Región del Río Guayabero. 
 
ASOPEPROC: Asociación de Pequeños Productores de La Cristalina del Losada 
CORMACARENA: Corporación para el Desarrollo Sostenible del Área de Manejo Especial de La 
Macarena. 
 
CORPOAMEM: Corporación por la Defensa Ambiental y el Desarrollo Sostenible del Área de 
Manejo Especial de La Macarena. 
CORPOAYARÍ: Corporación para el Desarrollo de la Región del Yarí. 
DAINCO: Departamento Administrativo de Intendencias y Comisarías. 
DANE: Departamento Administrativo Nacional de Estadística. 
ESMAD: Escuadrón Móvil Antidisturbios - Policía Nacional. 
ETCR: Espacio Territorial de Capacitación y Reincorporación. 
FAC: Fuerza Aérea Colombiana. 
FARC: Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia. 
GGT: Grandes Grupos de Trabajo (campesinos). 




INCODER: Instituto Colombiano de Desarrollo Rural. 
INCORA: Instituto Colombiano para la Reforma Agraria. 
IGAC: Instituto Geográfico Agustín Codazzi. 
JAC: Junta de Acción Comunal. 
MUCAPOC: Mesa de Unidad Cívico, Agraria y Popular del Oriente Colombiano. 
 
PNN: Parques Nacionales Naturales. 
ZRC: Zona de Reserva Campesina. 
Capítulo 1:  
La figura del Estado-nación y la región La Macarena-San Vicente del Caguán 
 
Desde finales del siglo XX, la indefinición de los límites territoriales departamentales entre Meta 
y Caquetá se ha traducido localmente en una falta de claridad frente a cuál de estas dos entidades 
debe asumir la atención social de la región ubicada entre los actuales municipios de La Macarena 
(sur de Meta) y San Vicente del Caguán (norte de Caquetá) (ver Mapa 1); es decir, ha significado 
una falta de claridad de las competencias político-administrativas. Se ha visto que algunos efectos 
de ello han sido, por un lado, que no se tenga garantía de una atención estatal permanente en 
servicios sociales e inversión social general y, por el otro, que desde las comunidades habitantes 
se hayan promovido y fortalecido unas respuestas sociales en principio provisionales. 
Mapa 1. Extensión territorial indefinida 
político-administrativamente entre Meta y Caquetá, vista desde Caquetá 





Tomado de Artunduaga Bermeo (1990, Prefacio). 
Al respecto, Polania y Hurtado Parra (2011) sostienen que la revisión de los límites cartográficos 
oficiales habría iniciado por influencia de ambas partes y con intervención de los estatales Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi (IGAC, fundado en 1935) y el entonces Departamento 
Administrativo de Intendencias y Comisarías (DAINCO, liquidado en 1991). Si bien Meta es 
reconocido como departamento desde 195917 y Caquetá lo es desde 198118, estos autores señalan 
que, para la época de los años setenta, se presentaba la carencia de una cartografía que permitiera 
ubicar con claridad los cursos de los ríos y otros accidentes geográficos, lo que favoreció el cruce 
de la información que cada entidad territorial considera en su reclamo. De tal suerte, se hizo 
necesario solicitar la revisión de los límites departamentales en inmediaciones del norte de Caquetá 
y el sur de Meta.  
A propósito, estos autores presentan una línea del tiempo en la que destacan momentos como: el 
informe de DAINCO al Ministro de Gobierno sobre esta situación para que se le diera inicio a la 
revisión (año 1977) y la solicitud de DAINCO al IGAC-Bogotá (1979) para que integrara una 
                                                          
17 Congreso de Colombia. (04 de diciembre de 1959). Por la cual se crea y organiza el Departamento del Meta. [Ley 118 de 
1959]. Recuperado de http://lamacarena-meta.gov.co/apc-aa-files/61383666393830383838386538393162/ley-118-de-
1959.pdf 
18 Congreso de Colombia. (15 de diciembre de 1981). Por la cual se erige en Departamento la Intendencia Nacional 
del Caquetá. [Ley 78 de 1981]. Recuperado de http://www.suin-
juriscol.gov.co/clp/contenidos.dll/Leyes/1624582?fn=document-frame.htm$f=templates$3.0 




comisión de funcionarios de su División de Deslindes y que ella se desplazara a terreno para definir 
los linderos naturales o convencionales de las áreas sobre las que se tuviera duda. 
En el mismo año de 1979 se conformó la comisión de deslinde entre el departamento de Meta, la 
Intendencia Nacional de Caquetá y la Comisaría Especial de Vaupés; comisión con la que después 
se llegó a la conclusión de que se debía respetar el sentimiento de los habitantes del área en disputa 
y que serían ellos quienes decidieran a dónde deseaban pertenecer (Polania y Hurtado Parra, 2011). 
Posteriormente, para 1988, el Senado de la República aprobó la proposición19 con la que se “(...) 
integró la Comisión Demarcadora, para proponer un trazado definitivo al diferendo limítrofe entre 
los departamentos del Meta y Caquetá” (p. 20). 
Sin embargo, según expresan, aunque el documento20 en donde se fijaban dichos linderos fue 
presentado a la Secretaría General del Congreso y publicado en el diario oficial, no fue ratificado 
por el Senado de la República, por lo que no tiene el carácter oficial21. 
Como se ve, a finales del siglo XX (entre los años 1970 y 1990), ya se habrían iniciado trámites 
para definir estos límites territoriales, pero, igualmente, se han presentado fluctuaciones en el 
proceso. Así, pues, con el deslinde (por fin iniciado en 2009 por el IGAC) se pretende llevar a 
cabo: 
la operación administrativa consistente en el conjunto de actividades técnicas, científicas mediante 
las cuales se identifican, precisan, actualizan y georreferencian en terreno y se representan 
cartográficamente en un mapa los elementos descriptivos del límite relacionados en los textos 
normativos o (sic) a falta de claridad y conformidad de estos con la realidad geográfica, los 
consagrados por la tradición (Ley 1447, 2011, art. 3).  
Mas, ¿cuáles son aquellas problemáticas concretas que han experimentado las comunidades y cuál 
es el contexto general de la indefinición territorial? 
1.1 Problemáticas de la relación sociedad-Estado en la atención social de la región Macarena-
San Vicente 
 
Si se sigue el estudio de Polania y Hurtado Parra (2011), se puede estimar que la prevención frente 
a una “posible incursión en el campo penal por parte de las autoridades locales y municipales 
cuando destinan recursos económicos para atender áreas que no son de su competencia 
administrativa ni política” (XV-XVI, Introducción) se ha expresado localmente en la debilidad 
                                                          
19 Proposición número 39 del 15 de diciembre de 1988 del Senado de la República, según los mismos autores. 
20 Siguiendo a Polania y Hurtado Parra (2011), se trata del Acta número 02 levantada por la Comisión Demarcadora 
que fue creada mediante la mencionada proposición número 39 del 15 de diciembre de 1988 del Senado de la 
República. 
21 Este último aspecto es atribuido por estos investigadores a un asunto de voluntad política, como lo denominan. En 
todo caso, para ampliar los detalles de esta reconstrucción histórica, se recomienda retomar la totalidad del apartado 
”2.3 Posición del Instituto Geográfico Agustín Codazzi” de la referencia Polania y Hurtado Parra. (2011). Diferendo 
limítrofe entre los Departamentos de Caquetá y Meta. Bogotá D.C.: Universidad Externado de Colombia. En dicho 
trabajo, se aborda esta discusión político-administrativa más desde un enfoque de la Constitución y las leyes y 
presentando los argumentos de estos investigadores sobre por qué esta extensión se le debería reconocer a Caquetá. 




histórica de inversión en infraestructura para vías de comunicación y en prestación de servicios 
sociales, entre otros efectos. 
En este panorama de falta de garantía de una atención institucional permanente, ha surgido la 
práctica de la organización social campesina como una respuesta provisional con la que se ha 
hecho uso de los recursos naturales disponibles en la región La Macarena-San Vicente del Caguán 
para el sostenimiento económico de las poblaciones que allí habitan, pero, sobre todo, para 
financiar y ejecutar los proyectos locales que las mismas comunidades proponen22. Entretanto, 
como una consecuencia de estas dinámicas algunos territorios han ido posicionándose 
históricamente como ejes territoriales o centros económicos y políticos regionales.  
Por ejemplo, si se presenta este panorama en términos de los dos municipios en cuestión, San 
Vicente del Caguán sobresale como un eje importante no sólo por su ubicación geográfica en 
comparación con La Macarena, sino que también las poblaciones que habitan esta región de 
estudio recurren a él para la prestación de servicios como salud o educación (oferta institucional), 
el abastecimiento de víveres y la venta de sus productos locales. De tal forma, sucede que: 
Estratégicamente está más cerca San Vicente que Macarena, porque a San Vicente estamos en hora 
y media por tarde, mientras que de aquí a Macarena hay más o menos 4 horas. Y también está la 
cuestión de que usted va saliendo: por ejemplo, usted arranca el camino San Vicente-Florencia, 
llega allá rumbo a Huila y ya va saliendo. Mientras que aquí la forma de transportarse a Macarena 
es, hasta Villavicencio, realmente en avión, entonces no hay mucha forma de hacerlo. Por eso es 
que la gente dice “No, a mí me interesa más Caquetá”, aunque hay gente que tiene sus intereses y 
dice “No, yo quiero pertenecer al Meta” (Entrevista a líder social de Caquetá en la región de estudio. 
Noviembre de 2017). 
Por otro lado, si se trata de una escala más pequeña, es decir, de los territorios ubicados entre 
ambos municipios, se ve que las dinámicas de configuración económica y social que se han gestado 
allí desde finales del siglo XX han permitido el surgimiento de otros ejes a los que se puede acudir 
en la inmediatez para el abastecimiento de víveres y la comercialización de productos locales. 
Además, estos también fungen como centros territoriales en los que se reúnen las poblaciones para 
discutir temas organizativos componiendo, entonces, la sede de cada uno de los Grandes Grupos 
de Trabajo (GGT) campesinos referidos en esta investigación23.  
En este sentido, es necesario considerar el papel de los GGT, ya que dan cuenta de los procesos 
territoriales que se ha configurado históricamente en esta región entre La Macarena y San Vicente 
del Caguán y por los que éstos se han posicionado como coordinadores de los esfuerzos 
comunitarios (asumiendo labores de organización de las Organizaciones Sociales) y como 
interlocutores en el relacionamiento con las instituciones estatales y las diferentes administraciones 
regionales; como ya lo han estudiado Ramírez, González y Espinosa (2014), en un análisis que se 
puede extender aun más en el campo de la teoría de los movimientos sociales. 
                                                          
22 Más adelante se amplía lo referente a los proyectos de las comunidades. 
23 Fuente: notas del diario de campo, conversaciones informales con los líderes sociales entrevistados y otros 
pobladores de las veredas visitadas. 




De tal modo, también se puede destacar que: “Este posicionamiento implicó, entre otras cosas, la 
construcción de una legitimidad interna de cara a las comunidades, pues es a nombre de ellas que 
se edifican sus acciones: propuesta de reservas campesinas, conservación ambiental, gestión de 
recursos para infraestructura” (p. 194). Como se entiende, referir unos Grandes Grupos de Trabajo 
conlleva dimensionar que en su interior se reúnen asociaciones u organizaciones más pequeñas, 
que, a su vez, son el resultado de la reunión de diferentes núcleos veredales o conjuntos de Juntas 
de Acción Comunal (JAC). A partir de allí, de cada JAC, se plantean y desarrollan todas las 
gestiones sociales de las comunidades. En otras palabras, las gestiones de las organizaciones 
sociales parten de su unidad básica territorial, que es la vereda y la Junta de Acción Comunal (en 
el nivel local).  
Al respecto, hay que anotar que en medio se ha producido “el tránsito [hecho con las JAC] de las 
actividades sociales (trabajos comunitarios) hacia actividades de carácter político” como la 
construcción de plataformas de participación política para las corporaciones públicas (p. 190), por 
lo que se puede retomar la afirmación de que este modelo organizativo recoge las experiencias y 
vivencias de estas poblaciones colonas, al mismo tiempo que se ha convertido en el escenario en 
donde se define lo político y las formas de participar en la política. Es así como se explica que la 
organización social no se haya agotado en la interacción con el Estado colombiano (si bien hace 
parte de su propósito inicial), sino que también ha permitido encontrarse y dialogar con otros 
actores regionales como la guerrilla de las FARC24. 
Como una consecuencia de este posicionamiento como agentes legítimos, al decir de estos mismos 
autores, se ha hecho necesario definir la zona de acción de cada uno de estos grupos para la 
distribución de funciones en pro de una mayor cobertura territorial. Con ello, han quedado 
definidas igualmente sus respectivas sedes, que son: centro poblado La Cristalina del Losada (sede 
de ASOPEPROC), vereda Playa Rica “La Yé” (sede de CORPOAYARÍ) e Inspección de Policía 
de San Juan de Losada (sede de ASCAL-G).  
En las siguientes páginas se detalla la explicación de por qué se descarta una primera hipótesis 
frente a la problemática de esta atención social: no es posible afirmar que las organizaciones 
sociales campesinas de la región de estudio son propuestas como un reemplazo del Estado 
colombiano en vista de la falta de intervención permanente por parte de él. Por el contrario, ellas 
lo reconocen en cuanto tal (con sus normas y sus leyes) y, como se mencionaba, representan un 
interlocutor entre éste y las comunidades habitantes.  
Asimismo, lo presentado hasta ahora sobre los GGT se une a lo analizado por Machado (2000) 
bajo la perspectiva institucionalista de las organizaciones agropecuarias: las organizaciones 
sociales componen una estructura básica para la interacción humana en donde se interactúa, a su 
                                                          
24 Para un desarrollo teórico detallado de las formas de apropiación política del territorio desde las 
resistencias campesinas y las identidades sociales, culturales y políticas que se han construido en los Llanos 
del Yarí en los últimos años del siglo XX y principios del XXI, se recomienda la lectura del artículo 
Ramírez, E. A., González, E. y Espinosa M., N. (2014). La apropiación política del territorio. Estrategias 
de participación política y de resistencia campesina en los Llanos del Yarí. El Ágora USB, Revista de 
Ciencias Sociales, 14 (1), 177-202. 
 




vez, con las reglas del juego de las instituciones (que para este caso son las estatales)25. Se puede 
decir que estos grupos de trabajo más bien se proponen con el fin de facilitar la articulación de los 
procesos colectivos que puedan surgir territorialmente, en pro de la eficiencia de estas acciones y 
para “reducir la incertidumbre presente en el intercambio entre los seres humanos organizados para 
determinados propósitos” (p. 9).  
En resumen, ¿por qué es tan importante hablar de ellas? Porque representan la convergencia de 
individuos que tienen objetivos similares y propósitos deliberados (a pesar de provenir de 
diferentes regiones de Colombia) y tienen la capacidad de generar transformaciones no sólo en sus 
integrantes (quienes conforman las organizaciones), sino también en la estructura de la sociedad 
en general (generar un cambio institucional) (North, 1995, En Machado, 2000). Este asunto y el 
papel de las comunidades organizadas en la construcción de los territorios se aborda en extenso en 
el capítulo 2, pues estas dinámicas han sido, por mucho, anteriores al inicio del proceso formal de 
deslinde (año 2009 por parte del IGAC) y paralelas a las primeras discusiones que los 
departamentos sostuvieron en los años 1970; lo que amerita un espacio propio. 
Por lo pronto, en esta investigación se retoman trabajos como el de Mançano Fernandes (s.f.), 
quien plantea la comprensión del territorio desde su multiescalaridad, multidimensionalidad y en 
su totalidad. Es decir, un territorio se construye desde el espacio geográfico (como elemento 
natural) en el que se ubica y desde las relaciones sociales que se construyen en él (elemento social). 
Uno y otro se producen y transforman continuamente componiendo, cada uno, una totalidad. 
Entonces, desde esta visión se comprende que existe una inseparabilidad entre el espacio físico 
(material) y el espacio social (relaciones sociales, pensamientos, conceptos, teorías) y que, por 
tanto, si se afecta uno de estos elementos de alguna forma, el otro también se afecta y que, al 
suceder esto, igualmente se afectan las distintas dimensiones y escalas que un mismo territorio 
puede tener. Esta inseparabilidad y complejidad refleja la totalidad que cada territorio es.  
Siguiendo esta línea, se ve concretamente que en la región de estudio Macarena-San Vicente la 
fertilidad y acidez de los suelos y los recursos naturales disponibles allí han permitido que se 
desarrollen ciertas actividades económicas e, incluso, se puedan experimentar ciertos auges 
económicos en lugar de otros. Sin embargo, también es posible el agotamiento de los recursos 
naturales, por lo que los actores interesados en ellos en ocasiones deben buscar alternativas 
cambiando, así, los usos del suelo y configurando/transformando, pues, el territorio. 
En efecto, como se desarrolla más adelante, se ha estudiado que, al agotarse, por ejemplo, la 
madera se recurrió a la ganadería en los años ochenta del siglo XX y, con esta última actividad, 
algunos campesinos empezaron a ser ganaderos mientras que otros, por razones económicas, no 
pudieron acceder a ella y tuvieron que vender sus tierras a muy bajos precios a los ganaderos 
                                                          
25 Como dato de contexto, Machado (2000), tomando los casos de Boyacá, Antioquia y Córdoba, afirma que es 
importante hacer un análisis de la estructura y funcionamiento de las organizaciones del sector agropecuario 
colombiano debido a que éste permite entender el cambio institucional que se puede dar a partir de allí. Compréndase 
cambio institucional como ”el proceso mediante el cual se rompen las trabas que frenan los cambios tecnológicos y 
se promueven valores y actitudes orientadas a resolver problemas. [En ese sentido] El cambio institucional rompe los 
equilibrios de poder y desata un proceso de transformaciones en la estructura de la sociedad y en el comportamiento 
de sus integrantes, e induce el cambio de actitudes y valores” (p. 9). 




durante su expansión. Como resultado, se generaron colonizaciones de nuevas tierras que seguían 
reduciendo la frontera ambiental. 
En este punto, cabe anotar que no existe una única definición de territorio, ya que esta obedece a 
las pretensiones de los sujetos que intervienen en él. Véase que pueden existir diferentes tipos de 
territorios (múltiples dimensiones o multidimensionalidad), así como pueden existir en cada uno 
distintas escalas geográficas (multiescalaridad), y que en su interior se gestan relaciones de poder 
entre los sujetos participantes, quienes construyen, en última instancia, una determinada soberanía 
(Mançano Fernandes, s.f.). 
Por consiguiente, el aspecto político de soberanía brinda la oportunidad de analizar que si se le 
considera por su forma o condición jurídica (dígase, como propiedad individual o comunitaria), la 
soberanía del territorio está explicada por la autonomía de sus propietarios en la toma de 
decisiones. Si se le toma en sus diversas escalas geográficas (país, departamento, provincia, 
municipio, etc.), ésta se explica por la autonomía de los gobiernos en la toma de decisiones.  
De ahí que, en estas circunstancias, algunas de las principales razones de las conflictividades 
territoriales son: la falta de reconocimiento de la multidimensionalidad, puesto que implica la 
“socialización de la toma de decisiones” (p.5), y de la multiescalaridad, que implicaría reconocer 
los territorios de diferentes grupos sociales. En otras palabras, esta exposición puede ponerse de la 
siguiente manera: uno es el territorio que construyen las comunidades al organizarse y gestionar 
los proyectos locales en sus veredas como una sola comunidad (a pesar de ser colonos oriundos de 
diferentes lugares de Colombia) y que definen la zona de acción de cada GGT para una mayor 
cobertura de la región. 
Otro es el territorio construido desde la institucionalidad estatal, o sea, en función de una mayor 
eficiencia del accionar del Estado y una mayor cercanía con la población26. Esta es la razón de que 
se deba definir si esta extensión comprendida entre los municipios de La Macarena y San Vicente 
del Caguán corresponde al departamento de Caquetá o a Meta (objetivo perseguido en el proceso 
formal de deslinde con el IGAC y con cada una de las Cámaras del Congreso de la República). 
Por otro lado, para el caso de los conflictos regionales por la explotación de recursos naturales y, 
en particular para Macarena-San Vicente, de petróleo, se tienen en cuenta los planteamientos de la 
ecología política sobre la perspectiva de elementos básicos como:  
i) presencia de comunidades humanas en conflicto; ii) uso o agotamiento de recursos bióticos y/o 
abióticos como fuente del conflicto, iii) dos actores: algunos con un alto interés en la extracción 
y/o explotación del recurso objeto del conflicto, y otros (sic) con grandes afectaciones y/o con 
oposición a la extracción y/o explotación del recurso, iv) un territorio plenamente identificado, 
donde se desarrolla el conflicto, y v) relaciones de poder subordinadas entre los actores en 
oposición, bien sea por el poder legal, las relaciones de capital o el tamaño de las poblaciones 
(Martínez-Alier, 2006, En Trujillo Quintero, Losada Cubillos y Rodríguez Zambrano, 2017, p. 
211). 
                                                          
26 Ver el apartado: ”1.2 El Estado como proveedor de estabilidad y sostenibilidad territorial”. 




Con todo lo anterior, resulta pertinente preguntarse: ¿es posible afirmar que ha existido una 
participación institucional insignificante desde el Estado colombiano en la Macarena-San Vicente? 
A continuación, se desarrolla una propuesta que ha sobresalido regionalmente en el período de 
estudio 2002-2018: el acuerdo entre los municipios de La Macarena y San Vicente del Caguán de 
compartir esta extensión de aproximados 14.000 km2 mientras se resuelven por ley los límites 
departamentales entre Meta y Caquetá. 
1.2 El Estado como proveedor de estabilidad y sostenibilidad territorial 
 
Todo Estado incluye elementos como: el territorio del que dispone, el pueblo o las comunidades 
que habitan en él, el gobierno o conjunto de instituciones habilitadas para ejercer el poder público, 
y la soberanía (CAF y DDTS, 2005). Actualmente, la concepción del Estado colombiano se 
desprende de la vigente Constitución Política de 1991, quien tiene la influencia del moderno 
Estado-nación y que ratifica lo dispuesto por la Constitución de 1886 sobre el modelo unitario.  
Por este último modelo se tiene el supuesto de que el poder no pertenece exclusivamente a una 
persona, sino a la sociedad que compone al Estado en su conjunto, para lo que su administración 
conlleva consideraciones sobre “cómo lograr que la acción estatal esté presente en todo el territorio 
nacional y dé respuesta a las necesidades locales que no pueden ser atendidas directamente desde 
el centro del Estado” (p. 17). Siguiendo esto, en Colombia se cuenta con un modelo organizativo 
estatal y administrativo de tipo unitario y descentralizado, con el que se busca reducir el Gobierno 
Nacional (aunque conserve algunas facultades de vigilancia y control) y expandir los gobiernos 
locales para lograr una mayor presencia de la sociedad local en las decisiones que toman sus 
respectivas entidades territoriales, y mayor presencia de la sociedad local en la gestión y control 
que las entidades territoriales hacen.  
Como consecuencia, se proyecta una democratización de la vida, que se propone posibilitar que la 
Administración se acerque a los ciudadanos y ellos la sientan como un asunto propio. En ello, los 
ciudadanos directamente, o por medio de sus representantes, tienen, pues, la posibilidad de decidir 
sobre el máximo de los asuntos que afectan las condiciones sociales de su existencia, mientras que 
el Estado propende satisfacer las necesidades básicas de la población por medio de una adecuada 
prestación de servicios a través de los gobiernos locales y regionales. 
La descentralización territorial, por tanto, hace referencia a la gestión que cada territorio hace de 
asuntos públicos de su interés y con la que estos adquieren una personalidad jurídica, ciertas 
atribuciones, competencias y recursos del Estado, que podrán ejecutar según lo prevean. Dichas 
facilidades se deben a la autonomía ejecutiva y administrativa (no legislativa ni judicial) y, en 
Colombia, ésta es asumida por los departamentos, distritos y municipios, quienes reciben el 
nombre de entidades territoriales. 
Según se aclara desde la CAF y DDTS (2005), en este modelo, no obstante, el nivel central 
conserva la capacidad legislativa y judicial estatal, por lo que sigue existiendo cierto grado de 
centralización política y administrativa. Así, “en un Estado unitario como el colombiano, desde la 
perspectiva jurídica, solo (sic) es posible hablar de descentralización administrativa, ya que (sic) 




si las entidades territoriales estuvieran facultadas para ejercer funciones legislativas o 
jurisdiccionales, se estarían adquiriendo expresiones de [un] Estado Federal27” (p. 21).  
En esta investigación, se observa que esta perspectiva del Estado colombiano coincide con lo 
expresado por Mançano Fernandes (s.f.) frente a las distintas escalas que puede tener un mismo 
territorio o los diferentes tipos de territorios que pueden existir: véase que existe el orden 
descendente de la escala Colombia, luego la escala Meta — Caquetá, La Macarena — San Vicente 
del Caguán y luego aparecen los ejes territoriales regionales (San Juan de Losada, Playa Rica “La 
Yé” y Cristalina del Losada). 
Con este contexto, se puede analizar, por ejemplo, que, si bien históricamente ha existido una 
importante participación de las comunidades organizadas en la inversión social regional, no se 
puede desconocer que también ha existido un aporte institucional estatal para ello. Tal como se 
señala en la reseña histórica de la vereda El Limonar28, se ha tenido apoyo en cuanto a la 
construcción de escuelas en material concreto con dinero público para la época en que se inicia la 
colonización del sur del Meta (hacia los años 1980 aproximadamente) y las primeras 
construcciones en las veredas. 
Por su parte, para los años recientes (después del 2000) ha existido inversión por parte de las 
gobernaciones y alcaldías para obras como construcción de escuelas (ver Fotos 1 a 4), contratación 
de profesores, acueducto veredal29, instalación del servicio de energía eléctrica, construcción de 
puestos de salud y polideportivos.  
Fotos 1 y 2. Escuela de básica primaria y secundaria instalada y administrada por el 
Departamento del Meta en la Inspección de Policía de San Juan de Losada 
                                                          
27 ”El Estado Federal es una asociación de Estados que pretenden mantener su propia individualidad política y 
administrativa, pero unidos por un poder de cohesión nacional interna y con una identidad única en el plano 
internacional. Como en la mayoría de Estados, se establece sobre una Constitución, que para este caso tiene como 
característica primordial que reparte y diferencia claramente los asuntos de la Federación como tal y los asuntos de 
competencia de sus entidades miembros (supraconstitucional)” (CAF y DDTS, 2005, p. 18). 
28 Documento físico facilitado por las comunidades de la vereda Playa Rica ”La Yé” durante la visita de campo en 
diciembre de 2017. 
29 Al respecto, se puede leer el boletín de prensa del Departamento del Meta. (27 de octubre de 2016). Inician obras 
de optimización del sistema de acueducto en la inspección de San Juan Lozada (sic), en La Macarena. Recuperado de 
http://www.meta.gov.co/web/blog/inician-obras-de-optimizaci%C3%B3n-del-sistema-de-acueducto-en-la-
inspecci%C3%B3n-de-san-juan-lozada-en  






Fotos: Julieth Karina Rojas Bustos, noviembre de 2017. 
 
Fotos 3 y 4. Escuela de básica primaria y secundaria instalada y administrada por el 
Departamento de Caquetá en la Inspección de Policía de San Juan de Losada 






Fotos: Julieth Karina Rojas Bustos, noviembre de 2017. 
 
Inversiones como estas se han enmarcado en la propuesta del municipio de San Vicente del Caguán 
para el período 2002-2010, acogida por La Macarena, de compartir la extensión territorial 
indefinida político-administrativamente. Al respecto, se puede constatar que esta iniciativa fue 




presentada formalmente en el documento de Plan Básico de Ordenamiento Territorial (PBOT) de 
San Vicente como “medida temporal de crear un AREA DE MANEJO COMPARTIDO entre los 












Fotos 5 y 6. Puesto de salud instalado y administrado por el departamento del Meta en la 
Inspección de Policía de San Juan de Losada 
 
 
                                                          
30 Según lo estipula la Ley 1447 de 2011 en su artículo 1, en este caso de deslinde entre departamentos diferentes debe 
ser el Congreso de la República quien defina los límites territoriales político-administrativos. 





Fotos: puesto de salud dotado de una ambulancia31 y con horario de atención extendido.  
Julieth Karina Rojas Bustos, noviembre de 2017. 
 
Fotos 7 y 8. Puesto de salud instalado y administrado por el departamento de Caquetá en la 
Inspección de Policía de San Juan de Losada 
 
                                                          
31 A partir de las entrevistas realizadas en esta investigación a líderes sociales de esta Inspección de Policía, se tiene 
que una de las grandes ventajas de este acuerdo entre ambas entidades territoriales es que permite plantear convenios 
como el de traslado de pacientes a San Vicente del Caguán haciendo uso de la ambulancia dotada por La Macarena. 
Ver más adelante. 






Fotos: puesto de salud con horario de atención y servicios limitados. 
Julieth Karina Rojas Bustos, noviembre de 2017. 
 
Sin embargo, frente a esto se deben considerar algunos matices o limitaciones que pueden existir. 
De allí afirmaciones como:  




(…) Ahí rogandito nos han medio colaborado (…) Hace más o menos unos 4 años para acá es que 
ya los gobiernos municipales y departamentales nos han venido invirtiendo (…) Aquí [San Juan de 
Losada] tenemos el acueducto de agua potable que está haciendo el departamento del Meta, un 
proyecto que lo ayudé a gestionar yo (…). Entonces, pasamos [ante el Concejo Municipal de La 
Macarena] esa necesidad, ayudamos a formular el proyecto y se gestionó. Ese proyecto quedó 
aprobado cuando el gobernador era Alan Jara y ahorita en el mandato [la gobernadora] Marcela 
Amaya lo está ejecutando. Yo creo que por ahí en unos 6 meses lo terminan y lo entregan. Ese 
proyecto está por 7300 millones de pesos (Entrevista a líder social del interfluvio Losada-
Guayabero. Noviembre de 2017). 
Adicionalmente, uno de los líderes sociales de Caquetá entrevistados manifiesta que esta inversión 
también se ha reflejado en proyectos como la construcción de polideportivos en San Juan, en donde 
participan cada alcaldía municipal, las Fuerzas Militares, la Junta de Acción Comunal que 
representa a cada departamento y las comunidades residentes en esta Inspección. Para ello, los 
aportes se han realizado bien sea en materiales, maquinaria o mano de obra (ver Foto 9). 
Foto 9. Polideportivo instalado por el departamento del Meta32 en la Inspección de Policía de San 
Juan de Losada 
 
 
Foto: Julieth Karina Rojas Bustos, noviembre de 2017. 
 
Como se puede ver en las fotos y de acuerdo con los colonos entrevistados, el acuerdo de compartir 
esta extensión se expresa en la inversión económica por parte de ambos departamentos en los 
territorios y seguía vigente hasta 2017 (fase de campo de esta investigación). De igual manera, se 
puede ver que el hecho de compartir también se ha manifestado en otros planos locales como la 
misma organización social de las comunidades, pues en algunas veredas, centros poblados e 
                                                          
32 En el momento en que se hizo la visita a esta Inspección, las labores de construcción del polideportivo del 
departamento de Caquetá estaban iniciando. Noviembre de 2017. 




Inspecciones de Policía existen representaciones propias. Esto es, tal como sucede en San Juan, 
existen dos oficinas de Inspección de Policía (una de Meta y la otra de Caquetá), una Junta de 
Acción Comunal de la colonia caqueteña y una de la colonia del Meta, organizaciones sociales 
inscritas en San Vicente (personería) y otras que están inscritas en La Macarena, etc. 
Por otro lado, sobre la estabilidad territorial, vale la pena resaltar oportunidades facilitadas por la 
institucionalidad estatal como la referente a la prestación del servicio de salud, pues: 
Aquí lo que pasa es una cosa: esto, así quede del Meta, la gente va a depender de Caquetá porque 
¿qué se van a ir con un enfermo para Macarena si no tienen un médico ni para ellos allá? Entonces, 
de llegar con un enfermo ahí tiene que haber avioneta porque si no, ahí se tiene que morir. Ahí se 
ha muerto gente en la pista [del aeropuerto de La Macarena] esperando la avioneta. Mientras que 
aquí la ambulancia es del Meta, pero hay un convenio y si hay un enfermo, ya lo remiten para San 
Vicente. Y si en San Vicente no le pueden hacer nada, lo remiten para Florencia. Y si en Florencia 
no hay nada, se va para Neiva. Eso es rapidito (Entrevista realizada a un líder social de Caquetá. 
Noviembre de 2017). 
Al respecto, conviene recuperar dos observaciones realizadas por algunos líderes sociales 
entrevistados: la primera es que, a pesar de la existencia de la denominada “zona compartida”, no 
ha existido una mayor solución frente a la falta de garantía de atención institucional de los 
territorios, debido a que se ha mantenido cierta reserva por parte de las gobernaciones y alcaldías 
en cuanto a la inversión social en un área que posiblemente no sea de su jurisdicción, tal como lo 
prevén Polania y Hurtado Parra (2011). 
Esto genera que muchas veces sigan siendo las comunidades quienes asumen la mayor parte de 
los gastos de los proyectos locales, usando los recursos económicos que ellas mismas obtienen de 
sus actividades diarias para el sostenimiento de sus familias y para el aporte voluntario a la 
organización/asociación a la que pertenecen o al proyecto que desean apoyar. 
La segunda es que el hecho de que se haya estipulado que ambas entidades territoriales compartan 
esta región no necesariamente ha implicado una inversión en iguales proporciones de cada parte. 
En este sentido, es posible encontrar percepciones frente a una posible diferencia entre la 
intervención del departamento del Meta y la de Caquetá: 
Ahorita está compartido, todavía. Hay parte de los dos alcaldes, tanto el de Caquetá [San Vicente] 
y el de Macarena. Ellos no tienen problema y están invirtiendo. Que la capacidad económica del 
Meta es muchísimo más grande que la de Caquetá. Por ejemplo, el Meta está haciendo una obra 
aquí, que la está terminando y que vale 5 mil millones de pesos (sic). Ese es el acueducto. También 
ha hecho unas obras del hospital, ha hecho un polideportivo, una expansión grande. En el caso de 
San Juan de Losada, el Meta también ha invertido en un alcantarillado para aguas lluvias, el 
alcantarillado prácticamente lo han hecho ellos [Gobernación del Meta]. No hay que desconocerlo, 
pero ellos con tal de ganar, de pronto, amigos, pues han invertido y la comunidad agradece. Eso 
aparentemente es como decir “Tenemos dos papás” y si nos dan, pues hay que recibir. En la medida 
de lo posible que se pueda recibir y que no haya problema, y tiene que no haber problema porque 
están invirtiendo (Entrevista al Inspector de Policía de San Juan de Losada por el departamento de 
Caquetá. Noviembre de 2017). 
 




Con estos elementos en juego, es posible dejar espacio a análisis posteriores sobre cómo se 
configura una seguridad territorial en Macarena-San Vicente y cómo se puede generar poco a 
poco una relación de equilibrio entre el componente social y el natural. Frente a ello, Wilches-
Chaux (2017) propone este concepto-herramienta, en alusión a la “capacidad de un territorio para 
ofrecerles a sus habitantes humanos las condiciones de “estabilidad” necesarias para avanzar de 
manera efectiva en el aprovechamiento integral de sus capacidades; y a los ecosistemas las 
condiciones de “estabilidad” necesarias para que puedan conservar su integridad y biodiversidad 
y, en consecuencia, existir y evolucionar de acuerdo con su propia naturaleza” (p. 93). 
 
Anótese que desde esta perspectiva también se pueden relacionar factores como la garantía de la 
alimentación básica desde las percepciones cultuales propias de las comunidades (seguridad y 
soberanía alimentaria, y considerando las diferentes procedencias de estas poblaciones), los bienes 
y servicios que brinda la naturaleza y las posibles amenazas naturales (seguridad ecológica), la 
apropiación simbólica y cultural del territorio por parte de las comunidades y las relaciones de 












Esquema 2. Factores fundamentales de la seguridad territorial 
 





Tomado de Wilches-Chaux (2017, p. 95). 
 
Más adelante se verá que, así como existen problemáticas político-administrativas y sociales 
concretas, en la trayectoria transcurrida entre los años 1970-1980 y 2018 también se han 
presentado sucesos que han contribuido, a la vez, a la (re) configuración de los territorios y sus 
actores, a la adaptación de las organizaciones campesinas a las nuevas coyunturas regionales y a 
la unión de la dimensión regional con la local. 
 
1.3 El Estado unitario colombiano y el establecimiento de los límites territoriales político-
administrativos 
 
Teóricamente, la propuesta mencionada de compartir la región acarrea consideraciones como las 
estudiadas por Riveros Serrato (2002) sobre la relación entre la figura de los departamentos (nivel 
intermedio del poder) y la Nación (nivel central). Así, por ejemplo, si bien se prevén las 
implicaciones locales y regionales, al momento de planificar el desarrollo del país no todas las 
decisiones que se toman desde la Presidencia de la República, es decir, desde el nivel central de 
Colombia, involucran directamente a los gobernadores. Esto conlleva que en ocasiones se puedan 
presentar efectos secundarios como tensiones entre las gobernaciones departamentales y las 
alcaldías municipales. 




Esta situación de tensión en la relación gobernación-alcaldías, según este autor, se puede 
comprender si se tiene en cuenta que, cuando ambas instancias deban discutir la planificación 
territorial, el nivel intermedio tiene la función de brindar apoyo al nivel local en lo que requiera, 
pero siempre y cuando esto se dé dentro del margen estrecho que el nivel central les deja a las 
gobernaciones para establecer canales directos de comunicación con los municipios. Luego, las 
decisiones se toman predominantemente desde los Gobiernos Nacionales. 
Por ello, Riveros Serrato (2002) estima que las entidades territoriales han 
(…) abordado en forma acelerada y desorganizada el espíritu descentralizador del 91 [Constitución 
Política de 1991]. [Por lo que] La primera afirmación que puede realizarse en este sentido es que 
el modelo colombiano de República unitaria descentralizada no estará terminado si las instancias 
de la Nación no ceden muchas responsabilidades a los departamentos, y esto bien entendido, bajo 
el principio de la gradualidad en función de la diversidad imperante entre las entidades territoriales 
(MinHacienda, MinInterior y DNP, 2001, En Riveros Serrato, 2002). 
Como se puede ver, realizar un análisis de los impactos políticos y sociales locales de la 
indefinición departamental Meta-Caquetá en la región La Macarena-San Vicente del Caguán 
conlleva reconocer las interacciones o dinámicas territoriales en las que se inserta; como las 
anteriores, referentes a las formas en que se han ido configurando las relaciones entre los distintos 
niveles territoriales del poder político colombiano. 
En otras palabras, si bien estos cargos regionales son elegidos popularmente, aclara el autor, los 
alcaldes municipales son quienes terminan ejecutando los recursos públicos al ser preferible (y 
más fácil) “cumplirle” al electorado por medio de ejecuciones concretas. Además, recuérdese que 
el municipio es la figura fundamental del ordenamiento territorial colombiano debido a que está 
más cerca de los ciudadanos33. Entretanto, siguiendo esta línea, los gobernadores se convierten en 
meros planificadores estratégicos y coordinadores de las ejecuciones regionales, lo que genera, 
entonces, una baja rentabilidad política de su labor.  
Al final, se produce una competencia entre unos y otros en la labor de ejecución y un abandono 
por parte de los agentes institucionales nacionales y locales con quienes el departamento debe 
dialogar para la coordinación y planeación de los proyectos regionales. Igualmente, el 
Departamento se desdibuja como figura clave del ordenamiento territorial y pasa a un segundo 
plano la responsabilidad política que implica su papel; que va más allá de sólo coordinar y lograr 
la interlocución entre la Nación y los municipios. 
Concretamente, se puede recoger que: 
Con base en que el esquema se fundamenta sobre la existencia de niveles de gobierno diferentes 
con funciones similares, se llega a la conclusión según la cual se tiene que dar una de dos 
posibilidades: a) que se dé una tendencia hacia la complementariedad para el adecuado 
cumplimiento de las funciones; o b) que se de (sic) una yuxtaposición de las funciones a cumplir 
por uno y otro nivel del gobierno, lo cual, irremediablemente, conduce al nacimiento de tensiones 
                                                          
33 Ver el apartado ”1.2 El Estado como proveedor de estabilidad y sostenibilidad territorial”. 




y a la pérdida de eficiencia del sistema (MinHacienda, MinInterior y DNP, 2001, En Riveros 
Serrato, 2002, p. 36). 
El espectro territorial colombiano, en dicho sentido, se ha inclinado más hacia la segunda dirección 
(opción b), según sostiene Riveros Serrato (2002). Luego, en esta investigación lo que interesa 
mostrar es que en un panorama como el de Macarena-San Vicente, en donde no se tiene garantía 
de atención social estatal permanente, por motivo de la indefinición, es posible considerar la 
hipótesis sobre si dicho desdibujamiento de la figura de los departamentos, junto a las tensiones 
políticas con los municipios, puede significar un obstáculo adicional para la atención de la región. 
Al mismo tiempo, una reflexión que surge al respecto es si dichas tensiones políticas y el papel 
protagónico que los municipios cobran como ejecutores compone, por un lado, el marco en el que 
se inscribe la propuesta de compartir la extensión territorial con La Macarena (¿por qué surgió esta 
propuesta?) y si, por el otro, ello significa, en términos prácticos de la atención de la región, una 
reducción de la discusión político-administrativa a la inmediatez de los municipios. Por ello, es 
viable cuestionarse si factores como éste pueden explicar el sostenimiento de la discusión en el 
tiempo. 
Sobre el establecimiento de los límites territoriales político-administrativos (municipales y 
departamentales), se puede decir que en la región dicho establecimiento se ha visto cuestionado en 
la práctica, debido a las problemáticas estructurales existentes y propias de la descentralización 
territorial colombiana y que la respuesta fáctica de las comunidades a través de los años ha 
implicado procesos de construcción de territorialidades, de consenso y de delimitaciones, en 
principio, provisionales (como la ubicación de los Grandes Grupos de Trabajo) que han superado 
una lógica de “división”. 
Frente a este último asunto, es indispensable aclarar que la respuesta de los campesinos no debe 
ser tomada como un cuestionamiento de la figura del Estado colombiano o como un desafío que 
se le presenta, puesto que dichas respuestas han surgido y se han configurado más bien como un 
complemento de su accionar, para lo que se parte de sus bases y planteamientos, y regionalmente 
se le reconoce en cuanto tal34. Por ello, en la inmediatez de las necesidades sociales cotidianas y 
en la gestión y organización de los campesinos se configura un reclamo político al Estado 
colombiano,35 que lleva a estos colonos a buscar espacios de diálogo e interlocución por medio de 
las asociaciones y organizaciones sociales. 
Así, entonces, en esta investigación el límite se entiende como “el fin de lo que mantiene la 
cohesión de una unidad político-territorial, [es decir] hasta dónde se extiende el territorio y 
                                                          
34 Sobre estas bases, se recomienda retomar estudios como el de Jaramillo, Mora y Cubides (1989), en donde se 
analizan las propuestas regionales campesinas y dinámicas organizativas similares para el caso del Medio y Bajo 
Caguán, en Caquetá. Especialmente, se recomienda revisar el documento allí anexado denominado Resolución 01 del 
23 de agosto de 1984, de la Coordinadora Comunal del Caguán, por la que se crea el Comité de Vigilancia Cívica. 
Entre sus incisos de artículo, ésta comprende considerar como infracciones a la tranquilidad ciudadana las que son 
faltas y las que son delitos (entendiéndolos como contravenciones de policía y los contemplados en el Código Penal 
colombiano). 
35 Para un análisis teórico detallado de cómo se construye esta relación política entre campesinos y Estado colombiano, 
se recomienda retomar el estudio realizado por Moreno Guerra (2015) para el caso de las prácticas organizativas y 
comunitarias en la zona rural de San Vicente del Caguán; en particular en la Región de El Pato en Caquetá. 




comienza otro” (p.1) y que, como proceso de territorialización, es necesario para la soberanía del 
Estado moderno, tal como lo estudia Bottino Bernardi (2009). En tal sentido, se considera más 
acertado referir el concepto de frontera, ya que con él se tiene en cuenta lo compartido entre las 
poblaciones, las dinámicas y las continuidades que han permitido allí en Macarena-San Vicente el 
accionar de las comunidades y lo que “el propio pueblo construye en su vivencia, con sus 
percepciones, con su cotidiano” (p.1). Aquel espacio en donde se construyen integraciones, que 
no están exentas de conflictos, pero que no necesariamente deben derivar en una separación entre 
unos y otros. 
Recuérdese que: 
Los límites son jurídicos, son creados y mantenidos por [el] Estado, no necesitan de la existencia 
de personas; son una abstracción de la ley nacional, sujetos a leyes internacionales, que 
generalmente son distantes a las aspiraciones de los habitantes de la frontera (Bottino Bernardi, 
2009, p. 3). 
Retomando una de las principales características de la organización social, no hay que olvidar que 
en este caso de La Macarena-San Vicente del Caguán las distintas procedencias de sus miembros 
no son tomadas como un obstáculo (por ejemplo, diferencias culturales y políticas), sino como un 
factor que potencia las acciones de respuesta en tanto se comparten experiencias, perspectivas y 
saberes desde la identificación de las necesidades comunes. En resumen, se supera el plano de la 
distinción de procedencias de los pobladores, en pro de un trabajo conjunto y la colaboración entre 
los poblados y veredas36. 
Por ello, son importantes planteamientos como los de Mançano Fernandes (s.f.) frente a la 
construcción de territorialidad/es a partir de esta apropiación política que hacen los colonos y con 
la que ellos mismos han asumido históricamente la respuesta de sus necesidades locales.37 Este 
autor presenta que, además de la construcción de diferentes tipos de territorios, como se 
desarrollaba anteriormente, se habla también de una construcción de diferentes relaciones sociales 
e interacciones en cada uno de ellos (en su interior) y que cada una de estas territorialidades 
                                                          
36 Es factible retomar cierta información obtenida durante la fase de campo como la afirmación ”Aquí la gente se 
propone hacer algo y lo hacen, así ayuden o no ayuden. Como toda la vida han estado abandonados por aquí” 
(Entrevista a líder social de Caquetá. Noviembre de 2017). 
37 Para asuntos locales como la construcción de carreteras para conectar vialmente a los territorios, se pueden 
considerar afirmaciones como: ”Nosotros aquí, como uno no podía andar de aquí para adentro, en esta región tenemos 
1320 kilómetros en vías, hechos por nosotros mismos. Nosotros aquí todo lo hacíamos por acuerdo de las 
comunidades, si a nosotros nos surgía alguna idea o propuesta, entonces la planteábamos en las reuniones de núcleo 
y de ahí pasaba a las asambleas generales de Asociación. Entonces, uno de los acuerdos era "pues, bueno, necesitamos 
hacer el desarrollo en el territorio", mirando que el Gobierno [nacional] nunca nos ha invertido. Nosotros vivimos acá, 
la necesidad es de nosotros. Entonces, ¿cómo hacemos para hacer las vías? "Ah, bueno, listo, que cada uno, cada 
fincario vamos a aportar un recurso. Cuando eso, había madera y por medio de la madera se sacaba, se vendía y se 
juntaba para abrir las carreteras. Después, ¿cómo hacemos para mantenerlas?, ¿para hacerles mantenimiento cada año? 
En eso ya había ganado y, entonces, con el ganado nos pusimos un acuerdo, que consistía en una cuota que cada 
fincario, por cabeza de ganado, o sea, por res, paga 6 mil pesos cada año, para el mantenimiento de las vías. Esa plata 
la recoge el tesorero de la Junta de Acción Comunal de cada vereda y, fuera de eso, se crea un comité por carretera 
central, acá hay varios comités, el que le compete a cada carretera. Se forma el comité y el tesorero de cada vereda le 
pasa el reporte al comité central de la vereda de la plata, y ese debe encargarse de contratar la maquinaria para hacer 
el mantenimiento de las vías en tiempos de verano. Ese es un acuerdo que hemos mantenido hasta la presente, aquí 
todas las carreteras son buenas“ (Entrevista a líderes sociales del interfluvio Losada-Guayabero. Noviembre de 2017). 




eventualmente se relaciona con otras; conformando un plano multiterritorial. Se observa, pues, que 
las dinámicas propias de esta región logran superar la lógica estatal, que hace necesario definir o 
“dividir” los territorios.  
Luego, teniendo el establecimiento de unos límites político-administrativos municipales y 
departamentales y analizando la conexión entre los niveles regional y central de Colombia, se debe 
reparar en las implicaciones que pueda tener el hecho de que la última palabra de esta decisión se 
dé desde el Nivel Nacional, es decir, por el Congreso de la República; según lo establece la Ley 
1447 de 2011 para los casos en los que se involucran áreas de diferentes departamentos. 
Desde la perspectiva del modelo organizativo y administrativo colombiano, la descentralización 
administrativa que este modelo conlleva y tratándose de territorios en donde históricamente se han 
construido unas determinadas territorialidades e institucionalidades campesinas38, vale la pena 
preguntarse en investigaciones posteriores por los retos que se pueden generar para la estabilidad 
territorial y la convivencia pacífica allí, como efectos de la decisión final. O, al menos, por las 
reconfiguraciones territoriales que sean consecuencia de ello. 
En este punto, conviene subrayar que las entidades territoriales en cuestión pueden participar en 
el proceso de deslinde presentando pruebas y argumentos que respalden su posición39. Sin 
embargo, ¿qué sucedería si la decisión final no satisface los intereses territoriales? ¿Es posible el 
desacato a la orden u otro tipo de reacciones por parte de las administraciones regionales? 
Del panorama nacional reciente, se pueden recuperar coyunturas como la vivida en el 
corregimiento de Belén de Bajirá, que era disputado por los departamentos de Antioquia y Chocó 
desde el año 2000 y que, tras ser ratificado en junio de 2017 a Chocó (municipio de Riosucio) por 
parte del IGAC, fue escenario de enfrentamientos entre habitantes que defendían una y otra 
posición, teniendo como agravante que uno de los dos Gobernadores, ciertamente, contribuía a las 
tensiones con el desacuerdo que expresaba públicamente. 
Al igual que en Meta-Caquetá, allí se involucran intereses económicos en torno a recursos 
naturales, pero en dicho caso por yacimientos mineros, suelos fértiles en donde han prosperado 
cultivos de plátano de exportación y de palma de aceite, donde existe ganadería y que, además, 
representa un corredor vial clave que tiene como salida el Pacífico colombiano40. 
                                                          
38 Más adelante se desarrolla qué otros actores han intervenido en la región La Macarena-San Vicente del Caguán 
además del Estado, las comunidades y sus organizaciones sociales. 
39 La Ley 1447 de 2011, en su artículo 8 y el parágrafo 2 de su artículo 9, define esta oportunidad de participación 
para las entidades territoriales involucradas en la indefinición. Para tal efecto, se debe construir una propuesta conjunta 
de proyecto, en donde participen las respectivas entidades territoriales, el estatal Instituto Geográfico Agustín Codazzi 
(IGAC) y ambas Cámaras del Congreso de la República, y que finalmente sea este último quien tome la decisión de 
los límites departamentales. 
40 Se pueden revisar artículos como Colprensa. (31 de mayo de 2017). Belén de Bajirá es del Chocó: Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi. El Heraldo. Recuperado de https://www.elheraldo.co/colombia/belen-de-bajira-es-del-
choco-instituto-geografico-agustin-codazzi-367655  
También: Nacional. (19 de julio de 2017). Abecé de la disputa por Belén de Bajirá. El Espectador. Recuperado de 
https://www.elespectador.com/noticias/nacional/abece-de-la-disputa-por-belen-de-bajira-video-704032  






Capítulo 2:  
Antecedentes de la configuración y organización territorial de   
La Macarena-San Vicente del Caguán 
 
Como muchos de los territorios amazónicos colombianos, las actuales dinámicas económicas, 
políticas y de organización social del sur del Meta (La Macarena) pueden estudiarse desde la 
influencia que los asentamientos cercanos geográficamente han ejercido sobre ella. Para este caso, 
se ha visto que el norte de Caquetá, en especial el municipio de San Vicente del Caguán, desde 
mediados del siglo XX ha servido de puerta de entrada hacia La Macarena para colonos andinos, 
pero también ha servido de punto de partida para otros. 
Precisamente, para este municipio metense ha sido clave el papel que el norte de Caquetá ha jugado 
en dos sentidos, según lo que se ha encontrado en esta investigación: por un lado, por él transitaron 
los campesinos que llegaron desde distintos territorios de Los Andes después de 1948 huyendo de 
las hostilidades sociopolíticas que vivían en Colombia en esa época. Por el otro, ha habido 
campesinos caqueteños que han visto en estas tierras una oportunidad laboral y de vida para sus 
familias, por lo que han migrado desde allí hacia el Meta, mientras conservan la posibilidad de 
recurrir a San Vicente para el abastecimiento de víveres y para la venta de su producido (productos 
de ganadería o los pocos agrícolas)41. 
En ambas situaciones, las poblaciones llegaban en busca de tierras en donde pudieran vivir y 
trabajar con sus familias, con el objetivo de establecer un plan de vida y aunque no tenían, valga 
aclarar, conocimiento de la discusión que se iniciaba sobre los límites departamentales entre Meta 
y Caquetá42. En este sentido, se considera de suma importancia regional, así como lo han hecho 
Jaramillo, Mora y Cubides (1989), destacar la figura del colono en estas configuraciones 
territoriales; siendo que su protagonismo se debe a que “es usualmente un campesino que ha roto 
con el peso tradicional de la adhesión afectiva y familiar a una tierra y unas costumbres y prácticas 
arraigadas, para abrirse a los albures de una empresa incierta, pero que considera llena de 
posibilidades, la cual le exige el desarrollo de toda su iniciativa, fortaleza, imaginación y capacidad 
adaptativa” (p. 80).  
Igualmente, en la región La Macarena-San Vicente del Caguán es posible encontrar similitudes, 
por ejemplo, con características estudiadas por estos autores para el Medio y Bajo Caguán como 
                                                          
Restrepo, V. (28 de agosto de 2018). Antioquia perdió nuevo “round” en disputa por Belén de Bajirá. El Colombiano. 
Recuperado de http://www.elcolombiano.com/antioquia/antioquia-perdio-nuevo-round-en-disputa-por-belen-de-
bajira-GB9232822  
41 Notas del diario de campo y balance de las entrevistas a colonos de la región. 
42 Notas del diario de campo y Reseña Histórica, Vereda El Limonar, 2012-2013, sin publicar. 




el hecho de ver como una necesidad la creación nuevos lazos comunitarios y políticos, que tiene 
como insumo las “tecnologías, tipos de cultivos, hábitos, valores y actitudes propias de otros 
contextos geográficos y sociohistóricos” (p. 80) y que los colonos reproducen pasivamente.  
En este capítulo, se aborda la colonización y el poblamiento del sur del Meta, su configuración 
económica de las últimas décadas y diferentes momentos históricos que han servido a las 
poblaciones de esta región de estudio para consolidarse y (re) adaptarse a las coyunturas regionales 
o nacionales. 
2.1 Colonización del municipio de La Macarena: la importancia de Caquetá para el sur del 
Meta y la configuración económica de finales del siglo XX 
 
De acuerdo con Arcila Niño y Salazar Cardona (2007), las migraciones campesinas que han 
entrado por San Vicente del Caguán y que han sido clave para la construcción del sur del Meta 
(municipio de La Macarena) pueden encontrar sus inicios tanto en la articulación histórica entre 
San Vicente y Macarena (que bien puede ser por lo menos desde los años 1920-1930) como en la 
articulación de Macarena con Neiva (capital de Huila) más que con Villavicencio (capital de 
Meta). 
No obstante, si bien la colonización que ha llegado por vía terrestre era predominantemente andina 
y caqueteña, desde Meta también se ha impulsado la colonización, por lo que no se puede afirmar 
que existe o ha existido una desconexión total con este departamento. De la misma forma, desde 
allí se han impulsado actividades como la ganadería, la porcicultura y la actividad cocalera. De tal 
forma, se pueden retomar antecedentes como la contribución al transporte de mercancías desde y 
hacia Villavicencio y Bogotá y de familias campesinas completas, que hacía la Fuerza Aérea 
Colombiana (FAC) durante la década de 1970, al mismo tiempo que la misma FAC contribuía a 
la demanda del excedente de cerdos producido en el sur para la venta en mercados de la capital 
departamental. 
Entretanto, no hay que olvidar la importancia para la comunicación vial regional de las carreteras 
construidas en su momento por la guerrilla de las FARC y que inicialmente eran usadas para el 
transporte de mercancías y ganado (Salazar Cardona y Riaño Umbarila, 2007), pues éstas, como 
un resultado paralelo, redujeron poco a poco el aislamiento de algunos territorios del sur del Meta. 
Este es el caso de la carretera que conecta al municipio de La Macarena con Vistahermosa (al 
nororiente) (ver Mapa 2). Luego, es posible afirmar que en las últimas décadas del siglo XX (1970-
1980-1990) en la región de La Macarena-San Vicente del Caguán, además del trabajo conjunto de 
los colonos y sus organizaciones, se presentaban esfuerzos provenientes de otros actores que 
ayudaban a atender aspectos como las necesidades de comunicación de las comunidades. 
 
Mapa 2. Departamento del Meta (división político-administrativa a 2014) 





Tomado de IGAC (2017). 
Por otro lado, la FAC también suministraba víveres a los colonos que llegaban atravesando el 
piedemonte amazónico de Caquetá y a las familias que llegaban por aire (transportadas por la FAC 
de forma gratuita) desde territorios de Santander, Boyacá, Cundinamarca y Valle del Cauca 
(CORDEPAZ, 2005, En Arcila Niño y Salazar Cardona, 2007); hecho que fue determinante para 
la consolidación de la colonización de La Macarena. 
Entonces, debe verse que una de las características de la configuración económica de este 
municipio es que ha contado con diferentes auges productivos que se han ido sucediendo unos a 
otros casi inmediatamente, desde los años 1970, o que han coincidido en el espacio. Vale explicar 
que esta línea del tiempo se ha desarrollado como respuesta a las necesidades de sostenimiento 
económico de los campesinos pobladores. 
En primer lugar, a finales de 1970 y durante los años 1980 la economía local de La Macarena-San 
Vicente del Caguán giraba en torno a la cacería de animales silvestres para la comercialización de 
sus pieles (actividad conocida como “tigrilleo”) y a la explotación de madera. Las pieles se vendían 
a compradores de Caquetá, mientras que la actividad maderera (para el caso, de carrecillo o cedro 
macho) se relacionaba con la reclamación de tierras por parte de los primeros colonos (ver Imagen 
1). 
Imagen 1. Ceiba tolúa, ceiba roja o cedro macho (carrecillo) 





Tomada de Elsemillero.net (s.f.) 
De ahí que se reseñe que: 
La madera también entró en auge como visión base de la economía de muchos de los colonos que 
entraron en competencia adjudicándose territorios de acuerdo a las llamadas matas o manchas de 
carrecillo. Esta práctica maderera dejó muchos picos o trochas por donde sacaban en mulas o bestias 
los bancos de madera hasta puntos donde pudieran recogerse por los mayoristas comerciantes 
(Reseña Histórica Vereda El Limonar, 2013, sin publicar)43. 
Después, y en menor medida, hacia los años 1980-1990 se presentaban cultivos agrícolas como el 
arroz, maíz, palma de aceite, soya y plátano, aunque algunas características de estos suelos como 
su acidez, la susceptibilidad a la erosión y la fragilidad general de su estructura física hacían y 
hacen que se prefiera la ganadería extensiva, por encima de la agricultura, como una de las formas 
de explotación comercial (Viloria de La Hoz, 2009). 
Los bajos costos de inversión que la ganadería implica por la baja especialización que requiere en 
infraestructura y equipos contribuyeron a su consolidación regional cuando se fue agotando la 
madera. Iniciada en la década de 1980, después de las pieles y la madera, el auge productivo fue 
la ganadería, que de extensiva se fue transformando con los años en fines de doble propósito y 
llega hasta el 2018. 
Así, pues, en este paso del sistema agrícola de subsistencia a la actividad ganadera, es de anotar 
que, por razones económicas, algunos colonos no podían entrar en ella, teniendo que ceder sus 
tierras a la expansión ganadera. Dichas tierras eran vendidas a muy bajos precios a los nuevos 
                                                          
43 Fragmento transcrito del documento facilitado por las comunidades durante las visitas de campo en noviembre y 
diciembre de 2017. 




ganaderos y los campesinos debían reiniciar la colonización de la llanura selvática, mientras los 
primeros se consolidaban económicamente como tal. 
En cuanto a la presencia y consolidación de esta actividad durante dichos años, recuérdese que 
también fue fundamental la intervención de la compañía multinacional Nestlé en la misma década 
de 1980, puesto que contribuyó al fomento de la producción lechera por medio de la financiación 
de terneros de esta raza (lechera) y el suministro de insumos y drogas a los ganaderos. En efecto, 
la demanda de estos productos se manifestaba como una consecuencia de estos incentivos y 
también como un aporte a su continuidad (Valencia Granada, 1995). 
Al respecto, Arcila Niño, González León, Gutiérrez Rey, Rodríguez Salazar y Salazar (2000) 
sostienen que, esta expansión ganadera ha contado con otros matices como los desplazamientos 
poblacionales, puesto que se generaban oportunidades laborales que atraían mano de obra a la 
región, pero algunas de estas oportunidades sólo eran de corto plazo y obligaban a los trabajadores 
a reiniciar la búsqueda de empleo después de cierto tiempo. 
Por supuesto, no hay que olvidar el auge de los cultivos ilícitos de hoja de coca para la época 1980-
1990. Además de que conllevó un impulso a las fumigaciones de estos cultivos, como lo menciona 
el Centro de Investigaciones Sociojurídicas “Jorge Eliécer Gaitán” (2008), también se dio una 
dinamización de la economía regional a partir de la expansión de estos cultivos y atrajo una ola de 
migraciones al representar una gran oportunidad económica para muchos campesinos (Sierra y 
Quintero, 1995). En ello, fue clave la oferta de altos salarios por parte de narcotraficantes a los 
campesinos cultivadores, recolectores y procesadores de la hoja para que ellos vieran esta labor 
como mucho más rentable que la agricultura de pancoger (Valencia Granada, 1995). 
A propósito, Jaramillo, Mora y Cubides (1989) coinciden en que estas condiciones temporales de 
abundancia desencadenaban una migración de retorno para aquella población heterogénea, 
inestable y desarraigada que arribaba con la bonanza44. De tal modo, “la coca ha supuesto un aflujo 
considerable de aventureros, colonos, comerciantes, vendedores ambulantes y jornaleros a la 
región del Caguán, calculándose la existencia de una población flotante45, que puede ascender 
[podía ascender] a un 30% o 40% de la población total en la zona” (p. 58). 
Al mismo tiempo, con ello y para los años 1981-1987, se generaron ocupaciones y tensiones 
territoriales entre narcotraficantes y la guerrilla de las FARC, que se expresaban en la búsqueda 
de cada quien por reafirmar su “zona de influencia” a través del cobro de un impuesto a su 
contraparte. En consecuencia, los narcotraficantes resolvieron financiar grupos militares de 
                                                          
44 Recuérdese que la economía de la coca es catalogada como semiextractiva debido a que no es estable en el tiempo 
ni en el territorio. Esto se explica por dos cosas: sus cultivos deben moverse en él para evitar ser detectados (condición 
de su ilegalidad) y porque los campesinos suelen cultivar esta hoja principalmente para salir de momentos de crisis 
económicas (Gómez Alarcón y Ramírez Jiménez, 2015). 
Se recomienda retomar este trabajo de grado de la Universidad de Antioquia si se desea una perspectiva detallada de 
la configuración histórica de la relación entre la guerrilla de las FARC y el Estado colombiano en el departamento de 
Caquetá, particularmente en lo que tiene que ver con redes de poder político regional, las zonas en las que cada uno 
ha ejercido soberanía intensiva y soberanía extensiva y cómo esto se puede expresar en las dinámicas electorales 
departamentales y municipales. 
45 En esta clasificación los colonos de la región representan la población estable. 




defensa, que eran conformados por peones y ganaderos locales y que en su momento también 
estuvieron apoyados por militares del Ejército Nacional (Valencia Granada, 1995). 
Al respecto, la importancia de la guerrilla de las FARC en estos procesos de configuración 
económica regional de finales de siglo pasado, según lo recuerda Camilo Domínguez en su prólogo 
de Colonización, coca y guerrilla (1989), se relaciona con:  
La permanencia de la guerrilla [de las FARC] en áreas donde conviven la colonización y la coca se 
fundamenta en la posibilidad de contar con bases campesinas y, simultáneamente, bases 
económicas de financiamiento cobrando un porcentaje sobre las ganancias, especialmente a los 
encargados de la comercialización de la pasta. [Además] en el Caguán hay una actividad de 
protección y vigilancia del pequeño productor que constituye la base de la pirámide económica de 
la coca (…) [No obstante] La guerrilla no se involucra personalmente en la producción del alcaloide 
y (…) procura guardar una cierta distancia para evitar su acción corrosiva sobre sus efectivos en 
armas y sobre la población campesina (p. XIV). 
En resumen, la región Macarena-San Vicente se ha ido configurando en torno a lo económico-
productivo (frontera agrícola, frontera cocalera, de madera, de ganadería, etc.) y en torno a lo 
político y militar (zona de guerrilla, de narcotraficantes, de paramilitares46 o de Ejército Nacional). 
Ambos aspectos tienen como punto de confluencia, además de las implicaciones de tipo 
demográfico y la fundación de nuevos poblados, el hecho de que los recursos naturales disponibles 
en ella y sus suelos han sido usados tanto por los actores externos que se han fijado en ella como 
por los actores internos como los campesinos colonos. 
Según se ha encontrado en esta investigación, dinámicas territoriales como éstas han tenido una 
fuerte relación con la figura del Estado colombiano, puesto que la fragilidad institucional que él 
ha presentado históricamente en la región, acentuada por el que hoy se reconoce como conflicto 
armado interno, ha servido a la construcción de otras territorialidades e institucionalidades allí. 
2.2 Diálogos de Paz de 1998-2002: impactos locales de la coyuntura nacional en la 
organización social campesina y las dinámicas territoriales de la región La Macarena-San 
Vicente del Caguán 
 
El desarrollo de los diálogos de paz para la terminación del conflicto armado llevados a cabo en el 
Caguán entre el Gobierno de Andrés Pastrana (1998-2002) y la guerrilla de las FARC fue de suma 
importancia regional tanto por las oportunidades políticas que brindaba (y, en general, para todo 
Colombia), como por las consecuencias que tuvo en las dinámicas económicas de La Macarena-
San Vicente, que llevaron a una nueva ola de migración campesina y a la consecuente creación de 
nuevos caseríos y veredas (Reseña Histórica Vereda C.P. Playa Rica “La Yé”, 2013, sin publicar). 
                                                          
46 En este informe final de investigación no se hace mucha mención de paramilitares en general, ya que, siguiendo el 
balance de las entrevistas realizadas a líderes sociales de Macarena-San Vicente, éstos no han tenido mayor presencia 
entre el norte de Caquetá y sur del Meta, si bien en los primeros años 2000 hubo unos brotes paramilitares. Esto se 
une a la expuesto por el Centro Nacional de Memoria Histórica-CNMH (2014), en donde se establece que, después 
de la creación de la Zona de Distensión del Caguán (1998-2002), sí se presentó incursión de grupos paramilitares en 
la región, pero más hacia el sur de Caquetá. 





Este hecho generó que muchos de los hoy habitantes se radicaran en viviendas construidas de 
madera y en láminas de zinc (sic) la construcción de las viviendas fue con visión a crear un caserío 
grande (sic) próspero, (sic) estos hechos abrieron oportunidad laboral para muchas personas que 
padecían necesidades en otros lugares del país (pp. 1-2). 
Sin embargo, la reconfiguración poblacional que se dio en esta época no sólo tuvo como resultado 
la llegada de nuevos pobladores que buscaban una oportunidad de beneficio económico y social 
para sus familias, sino también la salida de algunos colonos de la región, quienes optaban por 
vender sus tierras y buscar nuevos destinos; de acuerdo con esta misma reseña histórica.  
Por otro lado, esta coyuntura sirvió como hito histórico a las organizaciones sociales que hasta 
entonces sólo eran Juntas de Acción Comunal (JAC) o se encontraban en un estado incipiente, ya 
que marcó su trayectoria y su accionar y les permitió terminar su proceso de constitución. Sobre 
aquellas que ya se habían constituido como Asociación/Organización, estas circunstancias 
brindaron el espacio para que se ajustaran a las nuevas realidades sociales de sus territorios. 
Al respecto, debe hacerse un paréntesis: en el esquema organizacional que siguen los Grandes 
Grupos de Trabajo (GGT) campesinos que existen en la actualidad ha sido y es clave el papel de 
las veredas y las JAC como parte fundamental de todos estos procesos. Al ser la unidad básica, 
permite identificar de manera real las necesidades sociales de las comunidades, definir 
adecuadamente los roles y tareas de cada territorio de acción y lograr una mayor articulación 
poblacional; siempre procurando lograr una mayor cobertura. Esto explica por qué se parte del 
nivel local y se asciende al nivel regional norte de Caquetá-sur del Meta. 
De allí mismo, del período de finales de los años 1990, sobresalen herramientas como las 
denominadas normas de convivencia, con las que se procuraba asumir la responsabilidad social de 
los conflictos locales y vecinales y proponer unas soluciones para ello (Reseña Histórica Vereda 
C.P. Playa Rica, 2013, sin publicar). En dichas normas, se establecen multas económicas para las 
personas que insulten a otras, amenacen con arma blanca, arma de fuego, deforesten, etc., o que 
intenten de cualquier manera perturbar la convivencia pacífica.  
En consecuencia, la creación de dichas estrategias locales lleva a reconocer que:  
Estas [normas de convivencia] crean un ambiente de respeto y cumplimiento (sic) el cual es labor 
de las Juntas por medio del comité conciliador (sic) Autoridad primaria en todos los casos. A su 
vez (sic) si este no fuera posible llegaría a otra estancia de acuerdo al caso, jurídico o manejo 
insurgente […] [Gracias a esto] es que casi no hay descomposición social. No robos, no violadores, 
no drogas. Se podría decir un Equilibrio Social (Reseña Histórica Vereda C.P. Playa Rica, 2013, 
sin publicar). 
Entonces, conviene explicar la articulación entre organizaciones campesinas y la guerrilla de las 
FARC para el cumplimiento de estas normas: las organizaciones las definían y, por medio de sus 
diferentes instancias internas y escalas, atendían los conflictos locales hasta llegar a una solución 
pacífica. De ser necesario y de no funcionar la intervención de las comunidades, en última instancia 
la guerrilla intervenía para garantizar que se cumplieran los mecanismos campesinos. Además, la 
participación de esta última en este tiempo también habría estado relacionada con labores de 




contribución al mejoramiento de vías primarias y a la apertura, junto al aporte de las comunidades, 
de vías terciarias para la comunicación de las veredas entre sí. 
Por tal razón y para ampliaciones o investigaciones posteriores, se pueden encontrar algunas 
consecuencias negativas de la reciente desmovilización de la mayoría de la guerrilla (después de 
2016): 
A nosotros el Acuerdo de Paz (…) nos perjudicó porque antes del Acuerdo, cuando estaban todos 
estos acuerdos que le mencionaba anteriormente y cuando la guerrilla estaba, las comunidades 
hacían acuerdos y quien hacía cumplir era la guerrilla. Si una persona incumplía, uno (…) le decía 
"Venga, mano, usted cometió este error. A usted lo cobija una sanción de tal o le toca ir a trabajar 
a tal parte" y si la persona no pagaba o se revelaba, que "No, que yo no pago", uno ya hablaba con 
ellos [los guerrilleros]. Ellos decían "Listo, como es un acuerdo entre ustedes mismos, hay que 
hacerlo cumplir" y le decían [a la persona que incumplía] "Mire, hermano, a usted le toca pagar 
esto", entonces la gente mantenía como muy pilosa en eso y les hacían caso en todo. Pero como 
ahora la guerrilla ya se acogió [al acuerdo de La Habana], la guerrilla ya no hace parte de eso, la 
gente quiere hacer lo que ellos quieran. Ahí nosotros nos vemos perjudicados porque lo que estamos 
haciendo es a voluntad de la gente, a consciencia de la gente. Hay gente que sí obedece (…). Pero 
también hay varios que [dicen] "No, nosotros nos mandamos solos", ¿y quién le va a decir "no, es 
que toca"? Ya es voluntario y, a raíz de eso, es que ha salido mucho ladrón en la región. 
Anteriormente aquí no había eso (Entrevista a líder social del interfluvio Losada-Guayabero. 
Noviembre de 2017)47. 
Frente a este tema, vale la pena confrontar la información con trabajos como el de Moreno Guerra 
(2015), en donde se recuerda el marco en el que surgen dos de los Grandes Grupos de Trabajo-
GGT mencionados en el presente informe de investigación y que coincide con el período de los 
diálogos de paz 1998-2002. El primero es ASOPEPROC (Asociación de Pequeños Productores de 
La Cristalina del Losada), creado entre 1998 y 1999, y el segundo es CORPOAYARÍ (Corporación 
para el Desarrollo de la Región del Yarí), creado en 1999. 
Esta autora sostiene que, aparte del interés de las comunidades campesinas en organizarse (sus 
desarrollos previos), estas dos asociaciones son creadas con el objetivo de gestionar recursos 
económicos desde el nivel central de Colombia, que entraban a la región a propósito de la figura 
de la Zona de Distensión y en pro del desarrollo de proyectos productivos locales. Expone que esto 
les permitió a ASOPEPROC y CORPOAYARÍ constituirse en fondos de autogestión rurales. 
Por consiguiente, aparece una primera distinción entre los 3 GGT48, en donde ASCAL-G habría 
sido el resultado del proceso colonizador reciente y la acelerada deforestación causada: su aspecto 
de unidad es y sigue siendo la protección del medioambiente. Por su parte, ASOPEPROC y 
CORPOAYARÍ han sido el resultado de las posibilidades económicas emergentes durante los 
diálogos de paz entre el Gobierno de Andrés Pastrana y la guerrilla de las FARC durante el período 
                                                          
47 No obstante, hay que aclarar que no por eso se debe ver a las comunidades como personas que cumplían meramente 
un papel pasivo frente a las FARC, pues se estarían desconociendo los procesos que por sí mismas han realizado a 
través del tiempo. Como bien lo aclara Moreno Guerra (2015),”no se trata de un ejercicio simple de imposición de 
modelos organizativos de la guerrilla sobre comunidades inermes” (p. 81). 
48 Los trabajados en esta investigación, recuérdese: ASCAL-G (Asociación Campesina y Ambiental del Losada-
Guayabero), ASOPEPROC y CORPOAYARÍ. 




1998-2002 (Moreno Guerra, 2015), en tanto esta coyuntura significó el impulso final que les hacía 
falta para constituirse. 
También, hay que destacar el caso de la vereda Playa Rica “La Yé”, en donde ya se había 
conformado una Junta de Acción Comunal (JAC) de hecho con la que se habían empezado a 
construir carreteras que la conectaran con otros asentamientos de colonos y una primera escuela 
para los hijos de los colonos (Reseña Histórica Vereda C.P. Playa Rica, 2013, sin publicar). Más 
tarde esta JAC fue registrada en el municipio de San Vicente del Caguán, Caquetá49, y pasó a 
llamarse ASOYÉ. Después se llamó ASOCAGUÁN y en la actualidad cuenta con personería 
jurídica por parte del departamento del Meta y se llama CORPOAYARÍ. 
2.3 “Aquí la gente es una sola”: práctica de la organización social campesina en la 
cotidianidad de un territorio indefinido político-administrativamente. 2002-2018 
 
En los últimos años, en la región Macarena-San Vicente se han presentado distintos auges 
económicos de acuerdo con la rentabilidad que se pudiera generar localmente, así como han 
intervenido diferentes actores sociales como ganaderos, campesinos colonos, Nestlé, la antigua 
guerrilla de las FARC, las Gobernaciones y Alcaldías (San Vicente del Caguán-Caquetá y La 
Macarena-Meta) y empresas petroleras (para este caso, Emerald Energy y Hupecol).  
Pero ¿qué relación tiene esto con las organizaciones sociales? Retomando el apartado anterior, por 
un lado, se puede ver que la construcción económica y productiva regional ha develado, desde 
mediados del siglo XX, la conexión de esta Amazonía con Los Andes colombianos; siendo la 
explotación de recursos naturales una de las consecuencias de las migraciones y colonizaciones. 
La visión de estas tierras como una puerta de oportunidad para las familias campesinas que venían 
siendo desplazadas de sus territorios derivó en la creación de los primeros asentamientos humanos 
y centros poblados conforme se iba transformando la selva. Existía, pues, la necesidad de buscar 
“nuevos caminos”, nuevos lugares a donde los campesinos pudieran huir de las amenazas que 
recibían y de la violencia sociopolítica de Los Andes. 
Por otro lado, una vez establecidos dichos asentamientos durante la primera ola migratoria de 
1970-1980, nuevos campesinos llegaban para aprovechar económicamente los recursos naturales 
que todavía existían. La explotación de recursos naturales ya no era solamente una consecuencia 
de estas dinámicas poblacionales, sino también un incentivo para ellas. Se producía, así, una 
relación de doble vía en la que los campesinos colonos se apropiaban y se apropian de sus 
territorios y construyen territorialidades que ponen de manifiesto el papel dinamizador que 
cumplen las comunidades y sus organizaciones sociales, tanto en lo político y social como en lo 
económico y productivo. 
Igualmente, además del aprovechamiento económico por parte de las comunidades para la 
financiación de sus proyectos locales, se puede ver que a partir de allí surgió la necesidad de una 
                                                          
49 En la reseña histórica facilitada por la comunidad de Playa Rica ”La Yé” no aparecen los años de la constitución de 
hecho de esta JAC ni del registro formal en San Vicente. 




regulación para la sostenibilidad de estas actividades y de una gestión para el manejo de las 
tensiones locales que se pudieran presentar frente a la explotación de recursos naturales. 
Por ejemplo, se hace referencia a asuntos como:  
Cuando pasó eso [el daño ambiental que se estaba generando en los años 1990 por 
sobreexplotación], las 38 veredas que participaron [en las primeras reuniones de organización] 
estuvieron de acuerdo. Entonces, los comités de esas veredas se llamaron Comités Ecológicos y, 
así, cada vereda conformaba un Comité Ecológico, con 3 personas, y esas personas eran las 
encargadas de cuidar el medioambiente. En otra reunión que se hizo ya se llegaron a unos acuerdos 
ambientales allí con las comunidades sobre cómo regular la tala de bosques. Entonces, el primer 
acuerdo que se hizo fue de reglamentar que cada persona tenía derecho a tumbar 20 hectáreas para 
la siembra de pasto, como máximo, y 5 hectáreas para comida. Ahí se dieron unos conflictos con 
unas personas que no entendían y que decían que por qué, que yo quería tumbar harto, que para 
poner pasto, que para criar ganado. Bueno, entonces se socializó bien el tema en toda la región y 
luego eso se cumplió. Así sucesivamente eso se fue mermando, se fue mermando, hasta que hoy 
(…) dependiendo de la cantidad de hectáreas que tuviera la finca, cada persona tiene derecho a 
tumbar: el 50% para pasto, el 10% para comida y el 40% hay que dejarlo en montaña, como reserva 
(Entrevista a líder social del interfluvio Losada-Guayabero. Noviembre de 2017). 
De ahí que la estructura organizacional que comparten las diferentes Juntas de Acción Comunal 
de Macarena-San Vicente corresponde a: un Comité Ecológico, uno de Deporte, uno de Salud, uno 
de Educación, uno de Trabajo y uno de Reconcilio; que, posteriormente, con las JAC se puedan 
conformar Asociaciones/Organizaciones, quienes se subdividen en núcleos o sectores, que, a su 
vez, siguen la misma estructura de una JAC. 
Este esquema, cabe anotar, hace parte de uno más grande en el que también intervienen 
CORPOAMEM50 (como organismo compuesto por las organizaciones del territorio del Área de 
Manejo Especial de La Macarena-AMEM-51) y MUCAPOC52 (como organismo departamental 







                                                          
50 Corporación por la Defensa Ambiental y el Desarrollo Sostenible del AMEM (Área de Manejo Especial de La 
Macarena), que está compuesta por 19 municipios. 
51 Según Arcila Niño y Salazar Cardona (2007), el AMEM está compuesto por 8 municipios del departamento del 
Meta, que son: La Macarena, Mesetas, Puerto Concordia, Puerto Lleras, Puerto Rico, San Juan de Arama, Uribe y 
Vistahermosa. 
52 Mesa de Unidad Cívico, Agraria y Popular del Oriente Colombiano. 




Foto 10. Esquema organizacional de la región La Macarena-San Vicente del Caguán 
 
Elaboración facilitada por las comunidades de la vereda Playa Rica “La Yé”53. 
Junto con lo anterior, se facilita la cobertura y atención de la región desde el norte de Caquetá hasta 
el sur del Meta (La Macarena) por medio de una delimitación de la zona de acción de cada GGT; 







                                                          
53 Este esquema y el mapa de cartografía social que se muestra abajo (Foto 11) han sido elaborados por las 
comunidades campesinas locales durante una serie de talleres liderados en el año 2013 por el Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística (DANE) en lo que fueran los preparativos para el III Censo Nacional 
Agropecuaciaro 2014. Estos documentos fueron facilitados por la comunidades de la vereda Playa Rica ”La Yé” en 
el desarrollo de la visita de campo en diciembre de 2017. 




Foto 11. Delimitación territorial de la región La Macarena-San Vicente del Caguán por Grandes 
Grupos de Trabajo-GGT (campesinos) 
 
Elaboración facilitada por las comunidades de la vereda Playa Rica “La Yé”54. 
Sin embargo, a pesar de la identificación de las necesidades locales comunes que se ha producido 
con la colonización de esta región y de que se ha superado la diversidad de procedencias 
territoriales en pro del trabajo conjunto, no es posible afirmar que existe una homogeneidad de 
estos grupos de trabajo. En el mapa de arriba (Foto 11) se plasma, al occidente, una denominada 
“zona 13” y, al oriente, un espacio en blanco. 
Sobre la “zona 13”, que se encuentra en inmediaciones de la Inspección de Policía de Los Pozos 
de San Vicente del Caguán, un líder social entrevistado del interfluvio Yarí-Tunia expresa que: 
(…) Ahí en Los Pozos se está haciendo extracción de minería y ahí se nos metieron porque lograron 
obtener acuerdos con la guerrilla [FARC] en el momento, y lo otro es que ahí no había base social, 
por eso en el mapa yo le entrego “zona 13”. Esa zona es vendida. Esa zona, los habitantes de esa 
región, los dirigentes de esa región, se dejaron comprar la consciencia y le entregaron la posibilidad 
[a empresas privadas, caso de Emerald Energy] para que hicieran ese estrago. Y, como usted puede 
ver, casi están mejores las carreteras para este lado [Vereda Playa Rica “La Yé”] que ni siquiera a 
donde ellos la tienen. [Les] dijeron que iban a pavimentar y no les pavimentaron sino 50 metros, y 
                                                          
54 De arriba a abajo: obsérvese que entre los ríos Losada (margen izquierda) y el Guayabero (margen derecha) se ubica 
ASCAL-G, mientras que entre los ríos Losada (bajando) y Yarí (margen derecha) se ubica ASOPEPROC y entre los 
ríos Tunia (margen izquierda, bajando) y Yarí (margen derecha) se ubica CORPOAYARÍ. 




todos nos comimos eso (…) 50 metros a cada casita, cada familia que hay sobre la vía, de resto 
nada (Entrevista realizada en diciembre de 2017). 
Sobre el oriente de la región de La Macarena-San Vicente del Caguán, siguiendo el sentido del 
departamento del Guaviare, el mismo líder social manifiesta que en estos territorios se encuentra 
ASCATRAGUA55, con quien en el último tiempo se han detenido los diálogos debido a las 
tensiones políticas y militares que se han generado allí y a la posibilidad de cooptación por parte 
de las disidencias de las antiguas FARC a las organizaciones; si bien aclara que ésta ha hecho parte 
de la historia y construcción territorial del Guaviare y el oriente colombiano, por lo que no se 
descarta una articulación comunitaria con ella en función de los proyectos comunitarios56. 
Incluso, desde otras instancias se recuerda que en la región en donde se ubica ASCATRAGUA 
algunas asociaciones también se organizan por comités, pero que allí hay pocas viviendas y no ha 
habido un mayor impacto comunitario por lo reciente de la organización social: 
(…) esa coge río abajo hasta San José [del Guaviare], porque esa no tiene influencia hacia los 
fondos, tiene muy poco y pocas viviendas. Esa ya está al borde del río. Algunas asociaciones se 
organizan también por comités, aunque de para allá hay menos desarrollo, por allá duran años y 
años en hacerle mejoramiento a una escuela o a la vía hasta que el Municipio o el Departamento 
no apoya. Porque es que esos temas organizativos se vinieron a dar más fuerte, diga usted, por ahí 
desde el 80 [1980] para arriba, 80-90-2000. De ahí para acá es que se ha dado el fuerte de las 
organizaciones sociales. Mucha gente porque ha entendido las cosas, otros porque la guerrilla los 
ha llamado, los llamó y les dijo “Mire que es una necesidad organizarnos, impulsar tales y tales 
trabajos”, que lo puede hacer las comunidades, que lo puede hacer la gente, bueno, así. Pero eso ha 
sido una época, desde una época para acá. Eso no lleva muchos años (Entrevista a líder social del 
interfluvio Losada-Guayabero. Noviembre de 2017). 
En lo que se refiere a otras dimensiones de la cotidianidad en estos territorios, se tiene la existencia 
de coyunturas, por ejemplo, relacionadas con el desarrollo de elecciones de mandatarios, como 
Gobernadores y Alcaldes. Se puede ver que esta indefinición territorial favorece que ambas 
entidades territoriales (Meta y Caquetá) confluyan en las veredas, centros poblados e Inspecciones 
de Policía ubicados entre La Macarena y San Vicente del Caguán. 
De esta forma, ha sucedido que en jornadas electorales cada una instale su propia mesa de votación 
en una escuela u otro establecimiento que esté bajo su administración. Precisamente, suceden casos 
como: “a nivel nacional está establecido que San Juan de Losada es zona donde hay dos mesas de 
votaciones: está la del Meta y está la del Caquetá, y la gente vota así. Yo tengo la cédula inscrita 
en el Caquetá y voy y voto en el Caquetá, por los candidatos de Caquetá. Si la gente tiene inscrita 
la cédula en Meta, va y vota por los del Meta” (Entrevista a líder de Caquetá en la región. 
Noviembre de 2017). 
Dentro de las propuestas de provisionalidad por parte de las comunidades, se han abierto espacios 
como el relacionado con la compra y venta de tierras. De modo que: 
                                                          
55 Asociación de Campesinos y Trabajadores de la Región del Río Guayabero. 
56 Notas del diario de campo. Conversación con líder social del interfluvio Yarí-Tunia. Diciembre de 2017. 




Si usted va a comprar una finca, me compra la finca a mí y yo le vendo la finca, entonces yo voy a 
la Junta y le digo “Yo voy a vender mi finca, Julieth me la va a comprar”. Tenemos unos acuerdos 
internos de la región y se hace un aporte de esa venta para las carreteras: un tanto por ciento lo pago 
y a usted se le hace un documento desde la Junta con mi autorización y listo, ya usted es la dueña. 
Si lo paga de una manera u otra, eso no importa, el caso es que lo paga [el documento] (Entrevista 
a líder social del interfluvio Losada-Guayabero. Noviembre de 2017). 
Esta ha sido la forma en que las comunidades han creado alternativas a la poca existencia de títulos 
formales de las tierras, definiendo ellas mismas los linderos de sus fundos57 y validando 
documentos como la Carta de Colono, que es manejado por las Juntas de Acción Comunal58. 
 
Aun así, aunque las comunidades de la región se han articulado sin distinguir la procedencia 
territorial de cada habitante y más allá de la necesidad político-administrativa de definir los límites, 
algunos hechos pueden ponerse encima de estas territorialidades. Un caso concreto tiene que ver 
con las dinámicas de fuego del conflicto armado en momentos en los que todavía se presentaba el 
accionar militar de la guerrilla de las FARC e institucionalmente se estaba recolectando en campo 
(hacia el año 2013) la información a incluir en el Censo Nacional Agropecuario 2014. 
Como la mayoría de este grupo armado todavía no se había desmovilizado y de por sí no se había 
alcanzado la firma del Acuerdo Final de La Habana entre ella y el Gobierno de Juan Manuel Santos 
(2014-2018), no fue posible el acceso a estos territorios para los funcionarios encargados de estas 
labores. Esto dificultó, inclusive, procesos iniciados a principios del 2000 como el de la 
constitución de la Zona de Reserva Campesina (ZRC) del Losada-Guayabero, y ha contribuido a 
los cuestionamientos sobre la permanencia de las comunidades campesinas en estos territorios. 
Así, se puede constatar que: 
Yo creo que usted debe conocer el tema del censo agrario de 2014 [Censo Nacional Agropecuario 
2014] y, en eso, en las regiones operaba la guerrilla. La guerrilla se oponía y no dejaba hacer, por 
lo que no se hizo aquí en esta región [aplicar el censo]. Entonces, ¿qué pasa con no haberse dejado 
hacer el censo? Al no haberse dejado hacer el Censo el Gobierno [Nacional] decreta que aquí en 
este territorio no hay familias, no hay campesinos, porque no aparece en el sistema que hayan sido 
registrados antes. Entonces, paran totalmente el tema de Zonas de Reservas Campesinas porque 
dicen que ahí eso es un baldío de la Nación, que ese baldío lo tiene la insurgencia, que en ese baldío 
no hay sino 5 o 6 familias, que son testaferros de las FARC, y que ese territorio es de la guerrilla. 
Entonces, tenemos ese problema aquí porque nosotros hemos declarado con toda la gente que hay 
[familias y fincas en la región de La Macarena-San Vicente del Caguán] y, sin embargo, el 
Gobierno dice que esto es un baldío (Entrevista a líder social de la región de estudio, noviembre de 
2017). 
Partiendo de esta ausencia de información censal, el norte de Caquetá-sur del Meta fue declarada 
como baldíos de la Nación en 2015 por el entonces Instituto Colombiano de Desarrollo Rural 
                                                          
57 Reseña Historica (sic). Vereda El Limonar, 2013, sin publicar. 
58 Entrevista a líder social del interfluvio Losada-Guayabero. Noviembre de 2017. 




(INCODER)59, para lo que se ordenó realizar las operaciones necesarias para su recuperación. 
Desde hechos como éste y la declaración de la Amazonía como sujeto de derechos en el año 2018 
por la Corte Suprema de Justica se han intensificado problemáticas sociales estructurales que 
siguen en desarrollo y que, entre otras cosas, ponen en discusión lo referente a la permanencia de 
las comunidades en estos predios (también por encontrarse dentro de Parques Nacional Naturales: 
Tinigua, Picachos y Sierra de La Macarena). 
Capítulo 3:  
Territorios de confluencia:  
Relaciones económicas y políticas regionales en La Macarena-San Vicente del Caguán y la 
importancia de los hidrocarburos en la discusión sobre los límites departamentales entre 
Meta y Caquetá 
 
La complejidad social de La Macarena-San Vicente del Caguán, según se ha visto en este 
documento, da cuenta de una influencia histórica tanto de la Amazonía como de Los Andes 
colombianos. Sin embargo, no hay que olvidar que también ha existido influencia por parte de la 
Orinoquía (en donde se ubica mayoritariamente el departamento del Meta) y que esta conexión 
tripartita hace parte del marco general del Área de Manejo Especial de La Macarena (AMEM). 
La importancia territorial de esta región de estudio pone de presente, pues, las variadas relaciones 
entre Orinoquía, Amazonía y Andes, que pueden ir desde lo biogeográfico (lo que tiene que ver 
con la interdependencia de estos ecosistemas y comportamiento climático) hasta lo político (por 
haber sido territorios en donde las FARC lograron amplio desarrollo e influencia militar y política, 
por haber sido escenario de los diálogos de paz de 1984 y de finales de los años noventa, entre 
otros procesos); pasando por la perspectiva social de organización comunitaria, de las Zonas de 
Reserva Campesina, de expulsión de población por el conflicto armado, y por la perspectiva 
económica de ser fuente de hidrocarburos y nodo de infraestructura para conectar el Caribe 
venezolano con el Pacífico colombiano, etc. (GIZ, 2015). 
Entonces, el reconocimiento de las principales dinámicas regionales no sólo permite comprender 
cómo pudo haber sido el inicio de esta discusión sobre los límites departamentales, sino también 
comprender los impactos locales de esta indefinición teniendo, además, una perspectiva de las 
continuidades y discontinuidades que se han dado al respecto a través del tiempo. En este capítulo 
final se aborda lo referente a la relación, que se ha manejado aquí como causal, entre el potencial 
de exploración y explotación de petróleo y la indefinición político-administrativa, y que se podría 
manifestar en los intereses económicos de los Departamentos.  
Los principales puntos y preguntas que unen esta reconstrucción son dos, a saber: primero, ¿qué 
estaba sucediendo con la actividad petrolera cuando se iniciaron las primeras discusiones en los 
                                                          
59 Dirección Técnica de Procesos Agrarios del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural-INCODER. (19 de marzo de 
2015). Por la cual se inicia el procedimiento de recuperación del baldío indebidamente ocupado denominado 
“BALDÍO”, ubicado en el municipio de San Vicente del Caguán, departamento de Caquetá.  




años setenta-ochenta del siglo XX y cuando se inició el proceso formal de deslinde en 2009? 
Segundo, si las primeras personas que poblaron estas tierras y fundaron las primeras veredas y 
centros poblados sólo se interesaban por salvar sus vidas y huir de las hostilidades de sus territorios 
andinos (a mediados de siglo), y tampoco tenían conocimiento del tema cuando se mudaron a 
Macarena-San Vicente, ¿en qué momento esta indefinición cobra importancia para ellas y para los 
territorios mismos? 
3.1 Contexto de la actividad petrolera en la región a finales del siglo XX 
 
Siguiendo el balance de las entrevistadas realizadas a líderes sociales, se ha estudiado si el 
momento en que se inició el proceso de deslinde (año 2009) para definir los límites territoriales 
entre los departamentos de Meta y Caquetá coincidió con un auge petrolero en los territorios de 
interés. Por tal motivo, se requirió confrontar y complementar esto con registros de fuentes 
secundarias, con las que no sólo se logró reafirmar esta información, sino también analizar que 
existen otros antecedentes de la actividad petrolera que se ha desarrollado aquí y que son anteriores 
a los años 2000. 
Por ejemplo, en algunos estudios se señala que, a finales del siglo XX, Caquetá no tenía a la 
actividad petrolera como su fuerte económico debido a los altos costos internos de exploración, de 
sísmica y de explotación que ésta implicaba (Arcila Niño, González León, Gutiérrez Rey, 
Rodríguez Salazar y Salazar, 2000). No obstante, no por ello se le descartaba por completo, pues, 
como expone Avellaneda Cusaría (2005), la historia de la explotación petrolera en Colombia ha 
atravesado diferentes fases entre las que sobresale la denominada fase amazónica, que hace 
referencia a los años 1960-1970 y que fue determinante no sólo para la transformación de paisajes 
naturales, sino también para la dinamización de la colonización y, en general, la formación de 
nuevos poblados, entre otros efectos ambientales60.  
Esto se une al análisis de Jaramillo, Mora y Cubides (1989) sobre las condiciones económicas 
regionales que dieron paso a la acogida de los cultivos ilícitos de coca en la cuenca del río Caguán 
en 1976. Antes del decenio 1970, afirman, allí se presentaba escaso poblamiento debido a la baja 
rentabilidad que representaban para los campesinos algunas actividades de ese momento como la 
agricultura y la pesca (en lo que llaman colonización de subsistencia)61 y a ciertos factores 
estructurales socioeconómicos62. De esta forma, los caminos que quedaron abiertos antes de esta 
                                                          
60 Véase la cita: ”Es conocido que uno de los factores que en la década del 70 facilitaron (sic) la penetración de los 
colonos a la Reserva de La Macarena fue precisamente la trocha abierta durante las labores de prospección sísmica de 
hidrocarburos” (Avellaneda Cusaría, 1990, p. 22).  
Entre los efectos ambientales, se encuentran los cambios en el uso del suelo, remoción de materiales para construcción 
de vías e instalación de pozos, modificaciones bióticas sobre hábitats naturales, etc. 
61 Estos autores anotan que algunas de las colonizaciones más importantes de Caquetá durante la segunda mitad del 
siglo XX estuvieron relacionadas con los proyectos Caquetá 1 (1963-1971) y Fase I (1971-1976), que fueron 
impulsados por el antiguo INCORA (Instituto Colombiano para la Reforma Agraria) y con los que se tuvo mayor 
énfasis en la región del medio y bajo Caguán a partir de la segunda mitad de 1960. 
62 Al respecto, Camilo Domínguez afirma, en su prólogo, que en la región del Caguán en Caquetá nuevos espacios 
sociales como estas colonizaciones han sido el escenario en donde han seguido expresándose viejos problemas 
colombianos como las luchas por la tierra, la violencia política y el minifundio. Así, ”La triste conclusión es que, los 
viejos problemas en lugar de resolverse se hacen más agudos. Las tierras se pierden con mayor velocidad, el agio y la 




fecha estuvieron relacionados con el petróleo y, además, sirvieron como estímulo para la 
colonización campesina (o ”colonización espontánea”). 
Igualmente, se debe destacar que, después de unos años de disminución, para la década de 198063 
se retoma el interés sobre la región amazónica frente a la exploración de áreas petroleras, teniendo 
dos cuencas dispuestas para ello (ver Mapa 4) y siendo la Cuenca del Amazonas y la Cuenca del 
Putumayo, en 1984, unas de las más grandes en km2 de Colombia (ver Tabla 1). 
 
Tabla 1. Áreas de exploración estimadas para Colombia según cuencas hidrográficas a 1984 
 
Tomado de Avellaneda Cusaría (1990, p. 21). 
Por consiguiente, sostiene este mismo autor, para el año 1990, de las 15 áreas del Sistema de 
Parques Nacionales que integraban estas cuencas ya se habrían realizado exploraciones en 5 de 
ellas, entre las que se encontraba la amazónica Sierra de La Macarena (que implica al municipio 
de La Macarena, Meta). 
 
 
                                                          
usura se hacen más agudos y la violencia adquiere formas endémicas. Eso puede explicar por qué la fiebre 
colonizadora que caracterizó los años sesenta y parte de los setenta haya perdido totalmente su dinámica” (p. XII, 
prólogo, En Jaramillo, Mora y Cubides, 1989). 
63 Obsérvese que estas fechas se acercan a las señaladas por Polania y Hurtado Parra (2011) para el inicio de las 
discusiones sobre los límites departamentales entre Meta y Caquetá (año 1977, aproximadamente). 






Mapa 4. Cuencas sedimentarias de exploración petrolera en Colombia a 1984 
 
Tomado de Avellaneda Cusaría (1990, p. 23). 
Por su parte, se puede ver que, si bien tradicionalmente la economía orinocense ha girado en torno 
a la ganadería extensiva, en los últimos años se ha expandido a la explotación de petróleo; en lo 
que Viloria de La Hoz (2009) llama la fiebre del petróleo. Entonces, en la segunda mitad de la 
década 1980 se inició la explotación de yacimientos en la Orinoquía, siendo los años 1990 el 
momento en que este boom llegó al departamento del Meta y significó allí el inicio de la 
explotación. De acuerdo con este autor, la importancia de estas actividades radica en el acceso a 
recursos del Estado por concepto de regalías.  




Vale la pena, pues, preguntarse si la coincidencia histórica de estas dinámicas regionales con las 
primeras discusiones departamentales de los años setenta complementan lo estudiado por Salazar 
Cardona y Riaño Umbarila (2016), quienes señalan que los municipios de estudio La Macarena y 
San Vicente del Caguán han logrado posicionarse en el último tiempo como puntos de referencia 
en la Amazonía colombiana en cuanto a explotación de hidrocarburos. 
3.2 El inicio del proceso formal de deslinde en 2009 y el auge petrolero de la época 
 
Con el paso de los años, la importancia que empezó a ganar la explotación de petróleo en el 
departamento del Meta, según datos presentados por Viloria de La Hoz (2009), se ha reflejado en 
la superación, en producción, de sus vecinos Arauca y Casanare, quienes fueron los mayores 
productores de petróleo de Colombia hasta finales de la década 1990; posición que luego Meta 
ocupó en 2008 y que le permitió ser uno de los departamentos de la Orinoquía que recibía mayor 
porcentaje de regalías (ver gráficas). 
Gráfica 1. Participación en el total de las regalías recibidas por departamentos de la Orinoquía 
colombiana. 2008. 
 
Tomado de Viloria de La Hoz (2009, p. 76). 
Por lo que: 
En 2005, los departamentos de Casanare, Meta y Arauca produjeron 132 millones de barriles de 
petróleo, lo que representó el 69% de la producción nacional. En los dos años siguientes la 
producción tuvo una pequeña contracción, para de nuevo aumentar a 139 millones de barriles en 









Gráfica 2. Producción de barriles de petróleo en los departamentos de la Orinoquía colombiana. 
2005-2008. 
 
Tomado de Viloria de La Hoz (2009, p. 73). 
Si se sigue el interés en las dinámicas contextuales que rodean o rodearon el aumento en la 
producción de petróleo, se puede llegar a lo señalado por este mismo autor frente a los altos precios 
internacionales que se tuvieron para el año 200864 y los estímulos que esto puede representar para 
la producción nacional, pues los intereses en la demanda de producción pueden significar un 
incentivo para los sectores departamentales. 
3.3 Panorama reciente de la actividad petrolera en la región La Macarena-San Vicente del 
Caguán 
 
Hablar del escenario reciente de los hidrocarburos en la región Macarena-San Vicente implica 
tener en cuenta su contexto como integrante del AMEM65, espacio en donde se han generado 
tensiones y conflictos territoriales en torno a la explotación de recursos naturales (ver Mapa 3). 
 
 
                                                          
64 Por ejemplo, Viloria de La Hoz (2009) señala que para octubre de 2008 se podía llegar a pagar más de 150 dólares 
por barril de petróleo. Esto, antes de la caída de los precios en el año 2009, cuando disminuyó el precio a menos de 
40 dólares por barril. En este sentido se entiende la recomendación de este autor de diversificar la economía de la 
Orinoquía, debido a la disminución de yacimientos petroleros y para que ésta no se vea profundamente perjudicada. 
65 Los otros municipios del Meta que conforman el AMEM son: Acacías, Cubarral, El Castillo, El Dorado, Fuente de 
Oro, Granada, Guamal, Lejanías, Mesetas, Puerto Concordia, Puerto Lleras, Puerto Rico, San Juan de Arama, Uribe 
y Vista Hermosa. 





Mapa 3. Municipios del departamento del Meta que conforman el AMEM 
 
Tomado de Polanco Umaña (2015, p. 51). 
Precisamente, se puede ver que en los últimos años en Macarena-San Vicente han confluido dos 
procesos: por un lado, el otorgamiento de licencias ambientales para exploración de petróleo y, 
por el otro, la reacción de las comunidades habitantes (en su mayoría, campesinas y organizaciones 
sociales regionales) en pro de la realización de una consulta popular en el municipio de La 
Macarena y de la detención de estas actividades. 
Sobre el primero, Polanco Umaña (2015) presenta que a 2015 se encontraban en seguimiento las 
licencias otorgadas por la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA), hasta diciembre 
de 2014, a la empresa Emerald Energy para la asignación de bloques en el AMEM, tratándose 
puntualmente de los proyectos “Área de Perforación Exploratoria OMBU Sur Durillo”, “Área de 
Perforación Exploratoria OMBU” y “Área de Perforación Exploratoria Chipo” en la región 











Tabla 2. Licencias Ambientales en el Área de Manejo Especial de La Macarena 
(Otorgadas y en seguimiento) 
 
Tomada de Polanco Umaña (2015, p. 82). 
Igualmente, aparece referenciada la empresa Hupecol para la licencia ambiental del proyecto 
“Área de Perforación Exploratoria Serranía”, que implica a los municipios de Uribe y La 
Macarena, cerca de la región de estudio de esta investigación (ver Tabla 3). Al respecto, deben 
recordarse las tensiones que en su momento se generaron en la opinión pública regional y nacional 
frente a la pertinencia del retiro de esta licencia por parte de la ANLA, debido al daño ambiental 
que la explotación de petróleo ocasionaría a la Sierra del mismo nombre (ver mapa 5)66. 
                                                          
66 Inicialmente, se había hablado de exploración y explotación en Caño Cristales, ubicado en el interior de la Sierra 
de La Macarena, a partir de la resolución 0286 del 18 de marzo de 2018 concedida por la ANLA a la empresa 
estadounidense Hupecol. En esto, los ríos involucrados serían el Duda, Losada y Guayabero. Sin embargo, esta entidad 
estatal aclaró que sí se desarrollarían estas actividades, pero que los 150 pozos petroleros en cuestión se ubican a una 
distancia de aproximados 68 kilómetros de Caño Cristales, no directamente en él. Además, sostuvo que de las 30 mil 
hectáreas concedidas a la empresa sólo en el 43% se haría exploración, mientras que el 57% restante se protegería por 
el serio peligro que ello representa para sus ecosistemas. Después, el Gobierno de Colombia (Juan Manuel Santos, 
2014-2018) retiró la licencia a Hupecol y, como respuesta, ella demandó a la Nación para una indemnización 
económica por los perjuicios de la cancelación de la licencia. 
Frente a este recuento, se pueden retomar algunos artículos periodísticos como: 
Medioambiente. (13 de abril de 2016). “Exploración en el Meta no afectará a Caño Cristales”: Anla. El Tiempo. 
Recuperado de https://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-16562812  
Redacción Judicial. (06 de agosto de 2017). Millonaria demanda a Colombia por proteger a Caño Cristales. El 
Espectador. Recuperado de https://www.elespectador.com/noticias/judicial/millonaria-demanda-colombia-por-
proteger-cano-cristales-articulo-706624  









Tabla 3. Licencias ambientales en el AMEM, en estudio a diciembre de 201467 
 






                                                          
Redacción Medio Ambiente. (14 de abril de 2016). Gobierno suspende licencia de explotación petrolera en La 
Macarena. El Espectador. Recuperado de https://www.elespectador.com/noticias/medio-ambiente/gobierno-
suspende-licencia-de-explotacion-macarena-articulo-627199  
Sostenibilidad Semana. (13 de abril de 2016). La polémica licencia de exploración petrolera en La Macarena. Revista 
Semana-Sostenible. Recuperado de https://sostenibilidad.semana.com/medio-ambiente/articulo/la-polemica-licencia-
de-exploracion-petrolera-en-la-macarena/34898  
67 Después de 2014, fecha considerada por Polanco Umaña (2015), fue aprobada la licencia a Hupecol para el proyecto 
de expendiente LAM 5450 (Proyecto ”Área de Perforación Exploratoria Serranía”).  





Mapa 5. Área de licencia ambiental que había sido otorgada a Hupecol (LAM 5450) 
 
Imagen tomada de Ministerio de Ambiente (s.f.), En Medioambiente (13 de abril de 2016). 
A partir de allí, en la región se empezó a promover una consulta popular desde las comunidades, 
la Alcaldía y el Concejo local para interrogar a la ciudadanía sobre su posición frente a la ejecución 
de actividades de exploración, sísmica, perforación, explotación y producción de hidrocarburos en 
la jurisdicción de La Macarena, Meta; además de explotación minera68. 
No obstante, la consulta popular, que estaba programada para el mes de noviembre de 2017, ha 
quedado pausada por decisiones de instancias estatales nacionales de detener su financiación; 
medida que también aplicaría para otros municipios. Con ello, surgieron algunas discusiones sobre 
cuál es el nivel territorial del poder político al que corresponde financiar estos mecanismos de 
participación y lo referente a la propiedad y competencias del Estado colombiano sobre el suelo y 
el subsuelo del territorio nacional.  
Frente a la consulta propiamente dicha, uno de los líderes entrevistados del Losada-Guayabero 
manifiesta que: 
La Macarena es un municipio más que todo turístico y ahí, por lo menos, Caño Cristales es uno de 
los caños más hermosos del mundo. Entonces, mirando que si permitíamos eso [el inicio de la 
explotación petrolera], el caño se iba a acabar, por ahí pudimos convencer a los otros concejales, a 
                                                          
68 Tribunal Administrativo del Meta, Sala Segunda Oral. (18 de septiembre de 2017). Estudio de constitucionalidad 
del texto para consulta popular, acta 09. [MP Héctor Enrique Rey Moreno].  




la personera y al alcalde. Esa fue como la bandera que cogimos nosotros para no dejar entrar la 
explotación al municipio y para que la gente de La Macarena nos apoyara en no permitir. Ahora 
con este alcalde, con Ismael Medellín, el Concejo y las comunidades, porque también fue propuesta 
de las comunidades, (...) hemos podido impulsar que tocaba hacer una consulta popular con la que 
dijéramos "No" a la explotación petrolera, pues mirando que eso ya se había hecho en otros países 
y que eso había funcionado. El Concejo ya también nos apoyó y el alcalde, ellos hicieron todos los 
procedimientos jurídicos para lograr la consulta y nos la aprobaron. Había quedado para el 26 de 
este mes [noviembre de 2017], pero esa fue aplazada, lo mismo que la de Granada [Meta]. Ellos 
también estaban en consulta, ahorita para este 12 [de noviembre de 2017] y la aplazaron con el 
argumento que el Ministerio del Interior ha dicho que no daba más recursos a la Registraduría 
Nacional para esas consultas. Y que, si los departamentos y los municipios querían hacer las 
consultas de los territorios, ellos mismos tenían que colocar la plata para eso. Y el municipio no 
cuenta en este momento para hacer la consulta, entonces nos la aplazaron (Entrevista realizada en 
noviembre de 2017). 
Entre los otros casos de consultas populares que han sido pausadas, se encuentran municipios como 
Granada (Meta) y San Lorenzo (Nariño). Este conflicto por el desarrollo de las consultas populares 
sigue en desarrollo a 201869.  
3.4 Dos procesos entrelazados: intereses económicos de los Departamentos frente al deslinde 
y las reclamaciones campesinas sobre la indefinición departamental 
 
Retomando lo expuesto, los impactos locales de la indefinición territorial político-administrativa 
entre Meta y Caquetá deben ser vistos como la yuxtaposición de dos procesos que, si bien parecen 
haber surgido de forma paralela, desde los últimos años se ha manifestado aun más su cercanía y 
complejizado las realidades de La Macarena-San Vicente. Por un lado, ha existido una cierta 
coincidencia histórica de las discusiones sobre estos límites departamentales con auges petroleros 
en ella (sea de exploración o de explotación), siendo el año 2009 el momento en que se inicia el 
proceso formal de deslinde  
Por el otro, en los primeros años del 2000 se produjo un redescubrimiento del/os territorio/s, como 
se propone aquí llamarlo, por parte de las instancias estatales, pero también por parte de las 
asociaciones/organizaciones mismas y las comunidades en general. Esto se explica por coyunturas 
regionales que se estaban presentando y que hacían “atractiva” a la región, como la reciente Zona 
de Distensión (1998-2002) y algunas relacionadas con la explotación de recursos naturales 
(principalmente, para producción de petróleo) y la tenencia propia de las tierras.  
                                                          
69 Esta misma pausa se ha presentado para las consultas populares de otros municipios, no sólo La Macarena. 
Por ejemplo, se pueden revisar artículos como: 
Portafolio. (19 de octubre de 2017). Consultas populares no serán financiadas por el gobierno. Portafolio. Recuperado 
de https://www.portafolio.co/economia/consultas-populares-no-seran-financiadas-por-el-gobierno-510805  
Rendón Marulanda, O.P. (11 de octubre de 2018). Consultas populares ya no podrán frenar la minería: Corte. El 
Colombiano. Recuperado de http://www.elcolombiano.com/colombia/consultas-populares-ya-no-podran-frenar-la-
mineria-corte-IL9481912  
Rubiano, M.P. (20 de mayo de 2018). Freno financiero a las consultas populares. El Espectador. Recuperado de 
https://www.elespectador.com/noticias/medio-ambiente/freno-financiero-las-consultas-populares-articulo-789571  




En esto, hay dos subtemas: hacia el 2002, sostiene uno de los líderes sociales entrevistados, la 
estatal Parques Nacionales Naturales (PNN) impulsa la recuperación de estos terrenos (Tinigua, 
Picachos y Sierra de La Macarena del AMEM70) considerándose no permitido habitarlos por las 
implicaciones al medioambiente. Como efecto, las poblaciones empezaron a cobrar consciencia 
de su ubicación geográfica específica, pues, como se aborda en capítulos anteriores, en el momento 
en que iniciaron las colonizaciones durante los años 1970-1980 no tenían conocimiento de estas 
figuras. 
De esta forma, la discusión empezó a hacer parte de la agenda política de los territorios y de trabajo 
de las organizaciones/asociaciones campesinas: 
(…) Lo que hemos volteado durante mucho tiempo, muchos años, es que la gente de la región tenga 
[tierra] si ha colonizado antes de que esto haya sido nombrado Parques [Nacionales Naturales, 
PNN]. Porque es que cuando Parques limitó esto como PNN, o sea, de allí, de un caño que se llama 
Caño Perdido, para allá, eso ya era colonizado. Pues no digamos que estaba el tanto de gente que 
hay hoy, había unos pocos. Entonces, nosotros siempre, cuando ya ellos lo declararon en el 89 
[1989] y como hasta el 2002, que se comienza a saber que esos eran Parques, ellos comienzan a 
molestar y a decir que es que hay que sacar a la gente, que a la gente hay que moverla porque no 
pueden vivir en los Parques. Entonces, fui uno de los que me puse al frente de esto en ese tiempo 
y de defender a todos estos colonos que están poseídos en los Parques desde hace tantos años, en 
donde se han criado, vuelto abuelos y todo eso. Los líos siguen. Ya han estado ahí y de un momento 
a otro decirles “Ustedes tienen que desocupar”…Hay que solucionarle a esta gente porque a esta 
gente para decirle “Sálgase” y con las manos vacías, después de que ha quemado tantos años de 
vida ahí y hasta cuidando [el medioambiente], sacarlos así sin nada no es posible (Entrevista a líder 
social del interfluvio Losada-Guayabero. Noviembre de 2017). 
Asimismo, con el inicio del primer mandato presidencial de Álvaro Uribe Vélez (2002-2006), 
manifiesta otro líder social entrevistado, se impulsó la exploración y explotación de petróleo en la 
región por parte de empresas transnacionales. En este sentido, hablar de dichas actividades implica 
preguntarse cuál es aquella entidad territorial a quien corresponde los recursos obtenidos. Esta 
afirmación se puede confrontar con estudios como el de Avellaneda Cusaría (2005), pues  
Según el Ministerio de Minas y Energía de la administración Uribe, desde el 2003 se inició una 
nueva fase de exploración petrolera gracias al Convenio suscrito por el gobierno nacional y las 
transnacionales del petróleo representadas por la Asociación Colombiana del Petróleo. Este 
convenio tiene que ver con facilitar la exploración petrolera, especialmente en lo que se refiere a 
las licencias ambientales, considerando un eventual agotamiento de las reservas descubiertas para 
el año 2007, y además porque, en éstas (sic) áreas, la seguridad con respecto a los factores de 
violencia social y política que afectan a las zonas petroleras en tierra firme, (sic) sería baja (p. 16). 
Como resultado, las organizaciones sociales iniciaron trabajos comunitarios de sensibilización y 
concientización en torno al desarrollo estas actividades en el municipio, previendo los perjuicios 
ambientales que puede generar. Por consiguiente: 
Nosotros en La Macarena hemos hecho un trabajo de hace 12 años de llevarle el mensaje a todos 
los habitantes de la región, uno por uno, decirle: mire, ¿el petróleo qué le deja a nuestro país? 
                                                          
70 Creados mediante el Decreto Número 1989 de 1989. 




¿Cuáles son los dividendos que le muestran? ¿dónde está esa plata que supuestamente es de regalías 
y para ustedes? (…) ¿para mitigar qué? O sea, justifican, se roban, nosotros les entregamos, 
nuestros gobernantes entregaron en concesión estos territorios a multinacionales sin contar que 
nosotros vivíamos acá, eso nunca lo tuvieron en cuenta, que aquí vive una población. Y han hecho 
cualquier arremetida por quitarnos las tierras y sacarnos de estas tierras (Entrevista a líder social 
del interfluvio Yarí-Tunia, diciembre de 2017). 
Como se observa, estos dos grandes procesos confluyen en la problemática del posible desalojo 
campesino de estas tierras, que vienen siendo ocupadas desde el siglo pasado, y también en la 
atención institucional de los territorios, que más que antes hace necesaria la delimitación de los 
departamentos. Adicional a ello, se ha dado lugar a otra discusión por parte de las organizaciones: 
si no se ha podido invertir por la indefinición, ¿con quién se debe dialogar para revisar este asunto?  
Este redescubrimiento del territorio ha demandado a las comunidades una mayor participación 
política en estos conflictos sociales, que se ha visto reflejada en los espacios de diálogo que se 
vienen buscando desde 2002 entre comunidades, PNN y CORMACARENA71; con el fin de buscar 
una alternativa al desalojo de las poblaciones campesinas y que ha llegado a la constitución en 
años recientes de la Mesa de Concertación Nacional entre Organizaciones Campesinas e 
Instituciones para la Solución de Conflictos Territoriales en Áreas del Sistema de Parques 
Nacionales Naturales72. 
Sin embargo, en el período 2002-2018 se ha presentado un nuevo punto de inflexión: el desarrollo 
de los Diálogos de Paz de La Habana, iniciados en 2012 por el Gobierno de Juan Manuel Santos 
Calderón (2010-2014 y 2014-2018). En materia socioambiental, este cambio ha significado 
regionalmente una reconfiguración en donde algunos actores han ido saliendo de los territorios 
(como los guerrilleros desmovilizados) y unos nuevos han empezado a cobrar importancia (las 
disidencias de las FARC). Dicha reconfiguración ha tenido impactos negativos directos en el 
medioambiente, que van en contravía de las conversaciones sostenidas con PNN sobre acuerdos 




Los impactos locales que ha tenido en La Macarena-San Vicente del Caguán la indefinición de los 
límites territoriales político-administrativos entre Meta y Caquetá se han entendido en este trabajo 
por medio de la reconstrucción de una línea del tiempo en donde se ubican aquellas dinámicas que 
                                                          
71 Entrevista a líderes sociales del interfluvio Losada-Guayabero. Noviembre de 2017. 
72 Se trata del Decreto Acuerdo Número 079 de 2012. Al respecto, se puede revisar la siguiente entrada:  
Parques con Campesinos. (06 de julio de 2017). Acuerdo para la Prosperidad 079 de 2012. Recuperado de 
https://parquesconcampesinos.wordpress.com/2017/07/06/contenido-destacado/  
Parques Nacionales Naturales de Colombia. (10 de agosto de 2015). Avanza la mesa de concertación nacional entre 
organizaciones campesinas e instituciones para la solución de conflictos territoriales en áreas del sistema de Parques 
Nacionales Naturales. Recuperado de http://www.parquesnacionales.gov.co/portal/es/avanza-la-mesa-de-
concertacion-nacional-entre-organizaciones-campesinas-e-instituciones-para-la-solucion-de-conflictos-territoriales-
en-areas-del-sistema-de-parques-nacionales-naturales/  
73 Balance de entrevistas a líderes sociales de la región de estudio. 




componen los antecedentes del período de estudio 2002-2018, pero que, sobre todo, conforman el 
entramado social que subyace a dichos impactos. 
En esto, se logró identificar tres grandes componentes temáticos (ver Esquema 3): el primero se 
relaciona con el modelo unitario del Estado colombiano, que sigue las bases fijadas en la vigente 
Constitución Política de 1991 y que se refleja en un ordenamiento territorial nacional por escalas. 
El segundo da cuenta de la discusión llevada por estas entidades territoriales (Meta y Caquetá) 
para definir formalmente los límites departamentales, así como de la intervención que se ha 
requerido por parte del IGAC y del Congreso de la República para tal fin. El tercero hace referencia 
directamente a las dinámicas locales que se han generado por esta indefinición en los territorios 
ubicados entre los municipios de La Macarena y San Vicente. 
Esquema 3. Modelo de análisis 
 
Fuente: elaboración propia. 
Con los tres componentes se pudo observar el entrecruzamiento de las categorías de análisis 
reconocidas durante el proceso de sistematización del trabajo: construcción de Estado y prácticas 
organizativas locales, conflicto armado interno, usos del suelo y transformaciones productivas, 
recursos naturales y frontera ambiental, tenencia de la tierra y relaciones políticas regionales. 
Una primera conclusión que se obtiene es que la dimensión político-administrativa (desde donde 
se procura un proceso formal de deslinde) y la dimensión local (en especial, los ámbitos social y 
político cotidianos de las comunidades habitantes) confluyen en los territorios que se ubican entre 
los municipios mencionados y hacen parte de las mismas realidades sociales que en ellos se 
presentan. De esta forma, se descartó cualquier planteamiento inicial que sostuviera que ambos 
aspectos se desarrollan paralelamente, pues, así como la indefinición político-administrativa puede 
explicar por qué estas comunidades han vivido unas dificultades y unas necesidades sociales allí 




y en qué contexto ha surgido la organización social en la región, el carácter permanente que 
terminó tomando la organización social campesina (que en principio era provisional) contribuye a 
la discusión sobre la necesidad de definir las competencias político-administrativas frente a esos 
territorios. En ese mismo sentido se hizo posible afirmar que no existe una sola definición de 
territorio. 
Las categorías que problematizan la unión de lo político-administrativo y lo local son: recursos 
naturales y frontera ambiental, usos del suelo y transformaciones productivas, y tenencia de la 
tierra. En particular, pueden recordarse los detalles abordados en capítulos anteriores sobre el 
concepto propuesto de redescubrimiento del territorio, ya que hace referencia a aquellos procesos 
que se estaban presentando en la región a finales de los años 1990 y principios del 2000 y que 
hicieron que ésta cobrara importancia económica y política como tal para el resto del país.  
Sin embargo, quizá una de las reflexiones más importantes que vale la pena rescatar de esta primera 
conclusión es la similitud que existe en cuanto a la importancia que cobra el nivel local tanto en el 
modelo organizativo del Estado colombiano como el de los denominados Grandes Grupos de 
Trabajo (como se propuso aquí llamarlos), y que termina de confirmar el reconocimiento que se 
hace del Estado en la región y las bases que se toman de él. En los dos planos se pudo observar 
que existe una unidad básica desde donde se pretende estar cada vez más cerca de las necesidades 
y realidades de las poblaciones: el municipio y su respectiva Alcaldía Municipal representa la 
unidad básica y punto de partida del modelo de Estado unitario, mientras que la vereda y su 
respectiva Junta de Acción Comunal representa la unidad básica de los GGT y el punto de partida 
de las discusiones y gestiones comunitarias. 
En segundo lugar, se concluye que la configuración de la organización social campesina en la 
región La Macarena-San Vicente del Caguán se explica como una respuesta de las comunidades a 
la falta de permanencia en la atención social estatal de la región, con ocasión de la indefinición de 
las competencias político-administrativas sobre los territorios, pero también se explica por los 
procesos y coyunturas que se han presentado históricamente allí, pues, más que representar 
obstáculos, han sido retos y oportunidades para aplicar los conocimientos y las experiencias 
adquiridas por las comunidades a lo largo de los años y fortalecer las organizaciones sociales. Al 
respecto, hay que reconocer, como se insinuaba anteriormente, que, si bien estas respuestas 
surgieron con un carácter de provisionalidad, lo que se deriva de este estudio es que en la práctica 
han terminado adoptando un carácter de permanentes en tanto las debilidades estatales se han 
sostenido en el tiempo.  
Entonces, permanentemente se ha complementado el accionar estatal llegando, incluso, a buscar 
en diferentes ocasiones entablar conversaciones con los mandatarios regionales para la obtención 
de recursos económicos y la gestión de proyectos que beneficien a las comunidades. No obstante, 
a la par se han seguido presentando debilidades en la concreción y fortalecimiento de los espacios 
y labores interinstitucionales debido al estado de indefinición territorial que se mantiene. Lo 
anterior deriva en la fractura del accionar interinstitucional con las Alcaldías y las Gobernaciones 
haciendo que las responsabilidades sigan recayendo sobre las comunidades, sus organizaciones 
sociales y sus limitadas capacidades administrativas, políticas y financieras de proceder. 




Por otro lado, a pesar de la relativa autonomía con que cuentan las entidades territoriales 
(Municipios y Departamentos) en el modelo descentralizado del Estado colombiano, se debe 
observar que, en este asunto referente a una articulación interinstitucional en pro de la atención 
social de los territorios, hay otros elementos en juego que pueden representar obstáculos 
adicionales, como las tensiones políticas, que se mencionaban al iniciar este informe, entre los 
distintos niveles territoriales del Ejecutivo (Gobierno Nacional, Gobernaciones Departamentales 
y Alcaldías Municipales)  
En otras palabras y a manera de reflexión, se reconoce que se abre la posibilidad de reparar en lo 
regional particular de este caso (la indefinición de los límites territoriales político-administrativos 
entre Meta y Caquetá y sus impactos locales en la región La Macarena-San Vicente del Caguán), 
pero, más que eso, también en que estas problemáticas remiten directamente al modelo de Estado 
en su conjunto y a la forma en que éste ha sido pensado (en sus niveles, sus funciones, sus 
competencias y lo efectivo o no de su funcionamiento). 
Por último, frente a esta conclusión, resulta pertinente recuperar más adelante temáticas como las 
conversaciones institucionales que se han presentado en Colombia entre Parques Nacionales 
Naturales y sectores campesinos para proponer soluciones relacionadas con la habitación de 
predios de PNN, y estudiar los efectos que puede tener la aplicación del Acuerdo Final de La 
Habana en las reconfiguraciones territoriales nacionales. Estos dos aspectos señalados siguen en 
desarrollo a 2018. 
Una tercera conclusión tiene que ver con el modelo unitario del Estado colombiano. Primero, se 
ha logrado entender que la importancia de la existencia de distintos niveles territoriales del poder 
(Ejecutivo), como los Departamentos y los Municipios, radica en que es vista como una necesidad 
para lograr una mayor cobertura del territorio nacional, en función de la provisión de servicios 
sociales y de una mayor participación de la ciudadanía para el fortalecimiento de la democracia 
participativa. Luego, es claro que la indefinición de los límites departamentales se presenta, más 
bien, como un obstáculo para estos propósitos estatales debido a que no existe claridad sobre cuál 
entidad (Meta o Caquetá) tiene la “responsabilidad” de atender política y administrativamente esta 
región. De allí se explica por qué sigue siendo importante que se definan estos límites territoriales 
a pesar de la existencia y las gestiones de las comunidades organizadas. 
Asimismo, a partir del balance de la información recolectada de fuentes primarias y de fuentes 
secundarias, también se puede concluir que hay una similitud general entre la lógica del Estado 
unitario colombiano descentralizado y la de los Grandes Grupos de Trabajo (GGT). Ambos 
presentan una organización por escalas, con la que se procura tomar decisiones desde las 
necesidades y realidades de cada territorio (nivel local), ascendiendo a un nivel siguiente (o 
intermedio) hasta llegar al nivel general (Nacional y GGT, respectivamente). En suma, por un lado, 
existen: el Nivel Central o Nacional, el Nivel Intermedio o Departamental y el Nivel Local o 
Municipal. En los GGT existen: ASOPEPROC-CORPOAYARÍ-ASCAL-G, sus 
asociaciones/organizaciones afiliadas y las diferentes Juntas de Acción Comunal (JAC).  
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Anexo 1. Estructura organizativa ASCAL-G (resumen) 
 
Fuente: elaboración propia basada en información recolectada durante la fase de campo. 
 
 














Anexo 2. Estructura organizativa ASCAL-G (extendido) 
 






















Anexo 3. Estructura organizativa ASOPEPROC (resumen) 
 
Fuente: elaboración propia basada en información recolectada durante la fase de campo. 
 
